Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados, 
CUTA.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios agradece la presencia en 
este ámbito de los representantes de la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados, CUTA. 


Como es sabido, la Comisión ha comenzado a discutir el proyecto de ley relativo a la 
prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de comunicación audiovisual y, si bien 
hemos leído la versión taquigráfica de la Cámara de Representantes, nos interesa mucho conocer los 
puntos de vista de cada uno de los sectores involucrados en el tema. 


SEÑOR COURIEL.- Me gustaría saber si nuestros visitantes conocen el texto aprobado por la Cámara 
de Representantes. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy atinada la inquietud del señor Senador, pues nos ha pasado con 
algunas delegaciones que han planteado cosas que fueron cambiadas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Muchas gracias. 


Mi nombre es Horacio Rodríguez y tengo el gusto de ser el Presidente de la Cámara 
Uruguaya de Televisión para Abonados. En el día de hoy nos acompaña la doctora Elena Grauert, 
profesional que asesora a la institución en este tema desde hace seis o siete años, momento en el que 
comenzamos a trabajar en la Comisión Técnica Consultiva. 


Ante todo, voy a hacer una breve reseña de lo que es la Cámara Uruguaya de Televisión 
para Abonados. Es una institución sin fines de lucro, creada en 1994 por doce empresas de televisión 
por cable del interior. Hoy en día está conformada por sesenta y dos empresas de televisión por cable, 
básicamente, empresas pymes nacionales. Entendimos que debía existir una gremial que representara 
en forma independiente el pensar y saber de este sector. Podríamos decir que, en forma directa e 
indirecta, en las empresas de cable y en los canales locales trabajan alrededor de diez mil personas. 


Hace cinco años fuimos convocados por la Comisión Técnica Consultiva del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería para participar en el diseño de lo que sería la piedra fundamental o los 
comienzos de este proyecto de ley. En esa instancia participamos asesorados por la doctora Elena 
Grauert, en representación de la Cámara de cable. Actualmente advertimos que ha habido una 
evolución de los conceptos vertidos en aquella oportunidad. En este sentido, queremos dejar claro que 
si bien formamos parte de esa Comisión, éramos una minoría frente a otro número de instituciones que 
la integraban. 


Desde ya adelantamos que no entraremos en el punteo del proyecto de ley sino que 
haremos referencia a los principios generales. Realmente nos preocupa, en función de cómo va el 
mundo, que no se haya tomado en cuenta dentro del proyecto de ley lo que es Internet e IP; 


entendemos que solamente toma como referencia a las empresas establecidas a través de los 
formatos RF o video. Como concepto general, lo consideramos injusto. 


A continuación, le pediría a la doctora Elena Grauert que se refiriera a la parte jurídica y al 
análisis que ha preparado. 


SEÑORA GRAUERT.- Agradecemos a la Comisión esta invitación. Es la segunda vez que concurrimos 
al Parlamento para hablar sobre este proyecto de ley. 


Como dijo bien el Presidente de Cuta en cuanto a dar un panorama general, no voy a hacer 
un análisis exegético, artículo por artículo. Además, si bien nos llegó el nuevo proyecto de ley y vimos 
que algunas cosas se habían cambiado, no lo leímos detenidamente como al primero y puede haberse 
hecho otras modificaciones. Pienso que no, pero por las dudas abro el paraguas. 


Representamos a la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados, que hoy agrupa a 62 
empresas Pymes del interior del país, lo que demuestra la fragmentación que existe en el mercado, 
sobre todo en el interior, debido a que hay un montón de empresas. No hay oligopolios ni monopolios 
en materia de empresas de telecomunicaciones en el interior del país, que es lo que a nosotros nos 
compete. Como uno de los objetivos principales de este proyecto de ley, justamente, es tratar de 
establecer normas que inhiban la formación de monopolios y oligopolios, dejamos esa constancia, 
porque ese caso no nos compete. 


Cuando me dijeron que tenía que venir al Senado -ustedes ya cuentan con la versión 
taquigráfica de nuestra visita a la Cámara de Representantes- me pareció importante centrarme en 
agregar algo nuevo. 


Al respecto puedo indicar que las telecomunicaciones en general, y en particular el sector 
que a nosotros nos compete, han tenido una evolución vertiginosa, porque hay un cambio 
permanente. Desde que comenzamos a discutir esta ley -hace cuatro años- hasta ahora, nuevamente 
ha cambiado todo. 


Si tuviera que darle un adjetivo a este proyecto de ley, diría que quedó demodé, viejo, que ya 
no se aplica al sector de las telecomunicaciones como fue concebido hace cinco años. Hoy la 
convergencia tecnológica hace que la mayoría de las personas -sobre todo los jóvenes, pero también 
los de mediana edad- vean un video por diferentes medios. Está, por ejemplo, el famoso sistema 
Netflix, cuya cuota mensual tiene muy poco valor, es internacional -es decir, que proviene de otros 
lugares- y se puede ver directamente de las señales en los receptores sin ningún tipo de control de 
contenidos. 


Entonces, cuando hablamos de una ley de telecomunicaciones o de comunicaciones de 
medios audiovisuales y dejamos afuera a Internet, dejamos afuera justamente el lugar por donde hoy 
van todos los contenidos. Este es para nosotros uno de los temas fundamentales. 


Otro aspecto importante es que somos empresas de carrier, aspecto que hemos mencionado 
varias veces. Las empresas de cable son empresas de carrier, transmiten videos y son tomadores de 
precio; no tienen posibilidades de negociación. ¿Qué sucede? Cuando este proyecto de ley impone 
obligaciones en materia, por ejemplo, de no violación de determinados contenidos, de publicidad o de 
prohibición en la publicidad, como tomadores de precio y de contenidos, no tenemos posibilidades de 
cambiar los contenidos que pasan a través de la red. 


Incluso, cuando se contrata HBO o cualquier otra señal, hay ciertas obligaciones en el 
contrato de no cortar la publicidad. Por lo tanto, si se impone por ley que determinada publicidad no se 
puede pasar en tales horarios, se nos hace imposible cumplir la ley. De otra manera, tenemos que 
decir: “bueno, no pasamos más esa señal”. Y, ¿qué pasaría si los cables no pasaran o no vendieran 
más esa señal? Hoy esas señales se pasan por Internet, por cuanto lo que este proyecto de ley 
persigue, que es generar más empresas y competencia, no se lograría, sino lo contrario. Se lograría la 
concentración en los mercados porque no hay forma de competir en cuanto al producto que se vende. 


Entonces, se trata de una ley que trae muchísimas dificultades en el desarrollo comercial. 
Estoy en conocimiento de que hay sendos informes de constitucionalistas en cuanto a que hay una 
cantidad de normas específicas que regulan cómo deben darse los contenidos. Ahora bien, cuando 
por ejemplo se va a prorrogar un permiso y se controla si se cumplió con la ley o no, o si el proyecto 
cultural cumple con todo lo que se dijo, de alguna forma se hace una censura a los contenidos. 
Además, en la actualidad, con todos los cambios vertiginosos que se dan en la tecnología, ¿cómo se 
puede predeterminar un proyecto cultural? Eso es muy difícil, así como también lo es juzgar al 
respecto. 


Por otro lado, este proyecto de ley tiene un problema en cuanto a su diseño institucional. Si 
bien esto ha cambiado y hoy es la Ursec la que va a hacer el control y va a tener la potestad 
administrativa y sancionatoria, entendemos que no es un órgano regulador que pueda llevar a cabo 
todo ese tipo de actividad de control y de sanción, pues no tiene la autonomía necesaria. Se está 
hablando de derechos fundamentales y de libertad de expresión, pero justamente se trata de un órgano 
administrativo que es designado por el Poder Ejecutivo y, además, es el Poder Ejecutivo el que otorga 
las licencias y quien sanciona, lo cual termina siendo demasiado. Es decir, existe una concentración de 
poder que dependerá, obviamente, del poder de turno y de la objetividad con que esto se maneje. De 
todas formas, pienso que existe una cultura republicana en el Uruguay en cuanto a la libertad de 
expresión. En definitiva, creo que esa concentración que hace al poder de la Ursec o del Poder 
Ejecutivo en la ley, es muy compleja, por lo que habría que rever bastante todo el diseño institucional 
que hay en esta iniciativa. 


Otro aspecto problemático que, a mi juicio, presenta este proyecto de ley es el referente a las 
sanciones, pues se establecen sanciones que dejan de ser administrativas para convertirse en 
penales. Aclaro que no hablo de “penales” en relación al proceso penal, sino por el carácter grave que 
se maneja. Recordemos que se trata de sanciones que pueden llegar a casi US$ 100.000, pues creo 
que la más grave está fijada en 50.000 Ul, o si no se procede al cierre. En este caso, pensamos que 
debería ser el Poder Judicial el que tenga esas potestades, y no un órgano de la Administración, dados 
los temas que se tratan. En lo personal, creo que aquí hay problemas graves de tipicidad. 


Otro punto relevante tiene que ver con el tema tributario. Se establece una tasa regulatoria 
que, en realidad, hay que rever, pues las empresas ya pagan una. Si se crea otra tasa con el mismo 
objeto, habría una doble imposición. Este tema nos preocupa en particular. 


Para concluir, quiero decir que el aspecto fundamental es que se deja fuera del control de la 
ley el tema de internet, por lo que todo va a ir por ese medio. No se regula IPTV y, en el caso particular 
de las empresas de cable, entendemos que si se aplica la ley tal cual está prevista, el negocio se 
trasladará por entero a todo lo que es internet y dejará de funcionar de la forma que hoy se conoce, 
pues ya no va a tener sentido. Por tanto, para nosotros es un tema sumamente importante que se 
revean la mayoría de las normas que se han aprobado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Es un gusto recibir en la Comisión a la Cámara Uruguaya de Televisión para 
Abonados para referirse al tema en cuestión. Además, con un asesor de apellido Grauert, ya es 
garantía de democracia y libertad. 


Me preocupa la interpretación que ha realizado la doctora Grauert en cuanto a que si se 
aplica la ley a rajatabla la televisión por cable no va a funcionar porque, en definitiva, esto quedará 
librado a la reglamentación. Descarto que la intención del Poder Ejecutivo es no hacer viable a la 
televisión por cable por abonados; nunca he escuchado que lo sea, pero una cosa es la intención y otra 
lo que establece la ley. La ley tiene que modificarse y, de alguna manera, dejar fuera de lo que 
comprenden estas medidas a los canales internacionales que se brindan por abonado. A nuestro juicio, 
se tiene que ser mucho más claro en ese sentido. 


De la reunión concluyo que, en función de la interpretación que ustedes hacen, no 
consideran que el texto legal sea claro y habría que modificarlo. 


Quisiera saber si tienen alguna redacción alternativa para que este tema no quede librado a 
la reglamentación de la ley y les dé garantía en ese sentido, o entienden que simplemente hay que 
excepcionarlo de la ley. 


SEÑORA GRAUERT.- No tenemos una redacción alternativa a este proyecto de ley porque el mayor 
problema que se nos presenta es que tendría que cambiarse la filosofía entera y habría que empezar a 
regular temas de Internet. En realidad, el tema de cómo regular los contenidos en Internet recién está 
comenzando a estudiarse en el mundo; estamos hablando de una red anárquica, por lo que, 
precisamente, es muy difícil regularla. Quiere decir que la regulación de los contenidos en Internet es 
todo un tema a analizar. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, exista o no esta ley, Internet va a seguir funcionando, de manera que 
el problema de ustedes se va a mantener plenamente. 


SEÑORA GRAUERT.- Efectivamente, señor Senador. Creo que el tema sería ver si en el mercado 
relevante de las telecomunicaciones y las comunicaciones de video, particularmente, sería necesario 
plantear esta ley o si podría optarse, por ejemplo, por algo similar a la ley española -que se ha tomado 
como base de esta norma- en la que las comunicaciones electrónicas -de cables- quedan fuera de la 
regulación. Eso sí sería una opción, es decir, dejar afuera todo lo que son los contenidos del cable, 
más allá de que se trate de una ley que, de alguna forma, regule los contenidos, la radiodifusión y a los 
demás actores; quedarían afuera las comunicaciones de las empresas de cable, en particular. La ley 
española plantea el tema así y esta es una forma válida de hacerlo y, por otra parte, sería correcta 
porque creo que, hoy por hoy, no es todo lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Cámara Uruguaya de 
Televisión para Abonados; seguiremos en contacto en cuanto al tema que nos convoca. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Coalición por una Comunicación Democrática, integrada 
en esta ocasión por el Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública, la Sociedad Uruguaya de 
Actores y la Asociación de la Prensa Uruguaya.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida a la 
Coalición por una Comunicación Democrática, integrada en esta oportunidad por delegados del Centro 
de Archivos y Acceso a la Información Pública, de la Sociedad Uruguaya de Actores y de la Asociación 
de la Prensa Uruguaya. Nuestros invitados representan a una coalición que nuclea a diversos 
organismos y con mucho gusto vamos a escuchar su opinión con respecto al proyecto de ley relativo a 
servicios de comunicación audiovisual que estamos analizando. 


A su vez, queremos informar que ya hemos leído las expresiones -o, por lo menos, las hemos 
ido leyendo según nos vienen llegando, porque el tema es bastante extenso- de nuestros invitados y de 
diferentes actores en lo que fueron sus anteriores comparecencias en la Cámara de Representantes. 
La idea es que recalquen los puntos más conceptuales de su visión sobre la iniciativa y las 
modificaciones que, eventualmente, entiendan que deben ser incluidas. 


Es importante saber si ustedes conocen las modificaciones, porque nos ha pasado que 
algunos visitantes comenzaron a hablar y nos dimos cuenta de que no habían leído las modificaciones, 
incluso de los puntos que planteaban. Me parece que es bueno aclarar este punto. 


SEÑOR LANZA.- Buenas tardes. Agradezco a la Comisión la invitación para brindar nuestro punto de 
vista respecto al proyecto de ley sobre prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de 
comunicación audiovisual. 


Brevemente quiero contarles que soy el Director del Centro de Archivo y Acceso a la 
Información Pública pero, además, estoy en la coordinación de la Coalición por una Comunicación 


Democrática, que ha sido el actor social más relevante en este proceso de discusión. 


Al final del informe que les he entregado tienen la lista de las organizaciones que integran la 
coalición: la nuestra -que tiene como objetivo la vigencia del derecho a la información y de la libertad 
de expresión- la Asociación de la Prensa Uruguaya -que hoy nos acompaña y es el sindicato más 
representativo de los periodistas y comunicadores del Uruguay- el Grupo Medios y Sociedad, el 
colectivo Cotidiano Mujer, la Sociedad Uruguaya de Actores -que es el sindicato de actores uruguayos- 
la Red Especial Uruguaya -que es un colectivo vinculado a los derechos de las personas con 
discapacidad- el colectivo Ovejas Negras -vinculado a los derechos de personas gais, lesbianas, 
“trans”, etcétera- la Comisión Nacional de Seguimiento - Mujeres, la Agrupación de Trabajadores de 
TeVe Ciudad, la Universidad de la República, el PIT-CNT, el colectivo Árbol, el Teatro El Galpón, la 
Asociación Mundial de Radios Comunitarias -Amarc- la Agencia de Comunicación de Niñez y 
Adolescencia - Voz y Vos, y lelsur y Serpaj, organizaciones históricas en la defensa de los derechos 
humanos. 


Quería hacer esta introducción por si algún señor Senador no conoce la magnitud de la 
movilización que hay detrás de esta coalición. Hemos promovido este y otros cambios vinculados a la 
comunicación, por lo que queda claro que no tenemos como único objetivo trabajar por este proyecto 
de ley. De un modo u otro, estos colectivos referidos a la defensa de los derechos humanos, en 
particular en lo relativo a la comunicación, hemos promovido la Ley de Derecho de Acceso a la 
Información Pública, la despenalización de los delitos de comunicación, la Ley del Servicio 
Radiodifusión Comunitaria y hemos trabajado en temas de publicidad oficial, etcétera. 


En cuanto al tema que nos convoca, una de las cuestiones que se ha repetido por parte de 
algunos sectores vinculados a la comunicación es que este proyecto de ley pretende censurar a 
comunicadores o a medios de comunicación. Creemos que eso realmente es falso, falaz y aclaro que 
decimos esto desde la militancia. Como puede verse, las organizaciones aquí representadas son 
defensoras de los derechos humanos y han promovido, junto con los Poderes del Estado que han 
intervenido en distintas circunstancias, leyes cuya discusión había sido postergada largamente en 
nuestro país y en el Parlamento. En todos los casos esas leyes han sido saludadas por los organismos 
internacionales como ampliatorias de la libertad de expresión. Por lo tanto, está claro que no 
estaríamos promoviendo una ley que restringiera la libertad de expresión. De pronto, otros sectores 
que no acompañaron nunca ese tipo de leyes, como la ley de radios comunitarias, a la cual algunos de 
esos actores se opusieron duramente -ya que sí excluía a un sector de la comunicación- hoy afirman 
que este proyecto de ley pretende imponer la censura. Nos parece que este es un tema conceptual 
muy importante y cabe señalar que los uruguayos -al igual que las organizaciones que integramos- 
somos muy sensibles en esta materia; esto es algo que conviene dejar muy claro. 


¿Por qué promovemos esta ley y creemos que es necesaria? En primer lugar, porque los 
medios audiovisuales como la televisión -más allá del avance de internet- continúan siendo la principal 
plataforma de acceso a la información, entretenimiento, cultura, deporte y otros contenidos de lo más 
diversos. En lo personal no he escuchado -tal vez alguno de los aquí presentes sí haya tenido 
conocimiento al respecto- que algún empresario haya querido devolver sus frecuencias o sus licencias 
por el avance de internet. Por el contrario, cada vez que hay un concurso -hace poco hubo uno para la 
televisión digital- tenemos largas filas -como debe ser- de empresas y actores sociales que quieren 
acceder a la radio o a la televisión. Por lo tanto, creemos que esa cuestión de que esto está pasado de 
moda porque ya es viejo es un distractivo. En realidad -y todos aquí lo sabemos- disponer de treinta 
segundos o un minuto en televisión resulta mucho más efectivo que salir en una página de internet, y 
eso es así acá y en cualquier parte del mundo. 


En segundo término, creemos que se necesita una autorización o licencia del Estado para 
Operar -eso es obvio- y el espectro radioeléctrico es un patrimonio común de la humanidad. En ese 
sentido, el Estado uruguayo -como todos los del mundo- tiene la obligación de regular y administrar el 
espectro radioeléctrico bajo principios claros y procedimientos transparentes. En nuestro país eso está 
regulado por una ley de la dictadura, que tiene muchos aspectos totalmente violatorios de la seguridad 
jurídica, de la libertad de expresión, etcétera -no voy a abundar en esto- y fue realizada bajo el 
paradigma de la seguridad nacional y no de la libertad. Además, existen una serie de decretos que han 
ido emparchando esta situación, pero cada vez que tenemos una licitación o un llamado a concurso 
importantes, se suscitan una cantidad de disputas, debates y malos entendidos. Dado que nosotros 


creemos que la libertad de expresión y el derecho a la información son derechos fundamentales - 
ustedes lo saben mejor que nosotros- nos parece que estos deben ser reglamentados por ley y no por 
decreto. Por lo tanto, nos parece que esto debe estar regulado por ley. 


En tercer lugar, en cuanto a la asignación de frecuencias en el Uruguay, ha habido una 
historia complicada. Durante muchos años, desde antes de la dictadura -en ese período esto se 
profundizó- y, al menos durante los dos primeros gobiernos democráticos, no hubo procedimientos 
claros y transparentes para asignar las frecuencias. Por lo tanto, muchas de ellas fueron asignadas de 
modo arbitrario, discrecional o vinculado a grupos empresariales y amigos políticos. Desde el gobierno 
del doctor Batlle en adelante, diría que eso se ha ido corrigiendo, pero nos parece que sería sensato 
regularlo de una vez y para siempre por medio de la ley o, al menos, contar con una primera ley que 
regule estos aspectos de manera clara. 


En cuarto término y debido a estos problemas de diseño institucional y legal en nuestro país, 
se ha conformado un sistema de medios concentrado, desequilibrado y con una predominancia muy 
fuerte del sector comercial. He podido leer en la versión taquigráfica las expresiones de otros actores 
que han venido a esta Comisión y afirman que el Uruguay tiene un sistema de medios muy plural 
porque hay más de 240 frecuencias y no sé cuántos canales de televisión. Eso es cierto, pero no se 
dice -en el trabajo que he traído pueden verlo- que buena parte de esos medios están estructurados en 
grupos económicos unitarios. Lo cierto es que el grupo de Saeta tiene más de diecisiete o dieciocho 
frecuencias y el grupo Romay Salvo/Romay Eccher acapara frecuencias en Montevideo, Maldonado, 
Colonia y Río Negro. No solo estamos hablando de frecuencias de televisión, sino también de radio y 
de televisión para abonados. Estamos ante uno de los esquemas más concentrados del mundo porque 
es muy raro que una misma empresa domine en forma vertical radio, televisión y televisión para 
abonados. En realidad, todas las democracias del mundo tienen algunas salvaguardas de propiedad 
cruzada. De esta forma, quien en una localidad tiene la televisión y la radio, no puede tener el periódico 
o quien tiene la televisión por cable y la televisión abierta no puede tener la radio. Eso pasa en países 
como Estados Unidos o en el Reino Unido, es decir, en las democracias más viejas del mundo. En el 
Uruguay, hay lugares como Durazno donde un solo empresario tiene la radio AM, la FM, el canal de 
cable y el canal abierto. Lo mismo sucede en Lavalleja, en Salto y en Paysandú porque, si bien hay 
muchas frecuencias otorgadas, la mayoría dependen de un mismo empresario. Esto pasa en muchas 
partes del país y no solo en Montevideo. Aquí en la capital, la historia es más conocida y todos saben 
cuáles son los tres grupos que concentran la televisión para abonados, la televisión abierta y muchas 
frecuencias de radio. 


A su vez -en el trabajo que hemos hecho lo describimos bien- hay concentración de 
contenidos porque, por ejemplo, la Red Uruguaya de Televisión Color aparentemente está constituida 
por empresarios diferentes, pero hay contratos que vinculan a todas esas empresas y que determinan 
que todo el contenido de la televisión abierta del interior del país sea producido por la televisión de 
Montevideo. Además, la pauta de todos los canales de televisión abierta del país es comercializada por 
las mismas empresas de Montevideo. Por lo tanto, hay que analizar el fesnómeno con la complejidad 
que tiene. No nos parece honesto que se concurra a esta Comisión del Senado a decir que como hay 
muchas frecuencias, no hay concentración. No; el fenómeno de concentración es importante. Es cierto 
que se ha ido corrigiendo paulatinamente con la apertura del sector comunitario, con la apertura de 
más canales públicos y, ahora, con la última asignación de televisión digital en Montevideo, con el 
ingreso de nuevos actores, pero en el interior del país -sobre todo- sigue existiendo una alta 
concentración que no se corrigió con la televisión digital, porque no se asignó más que una frecuencia 
a los actores que ya estaban vinculados a la televisión local. Este es un tema importante. 


¿Por qué pensamos que una ley de este tipo puede ser positiva? Voy a hablar libremente 
porque entre nosotros se encuentran los representantes de SUA que van a referirse a este tema con 
mayor profundidad. Este sistema concentrado de medios que hemos heredado y es el que hoy 
tenemos no ha motivado el desarrollo de una industria nacional de contenidos de calidad. Creo que, 
como espectadores, todos podemos apreciarlo y, además, hay elementos cualitativos. No sé si a los 
señores Senadores les pasa lo mismo, pero a mí me llama poderosamente la atención que tengamos 
un excelente cine, pero prácticamente no haya seriales nacionales o telenovelas que interpreten el 
modo de ver y de sentir de los uruguayos, como sucede en Brasil, Argentina, México y Chile. 
Entendemos que esto se debe a que el sistema está altamente concentrado y no ha tenido 
competencia durante todos estos años. Alcanza con comprar producción barata en el exterior y 


someter a todos los uruguayos a ver esas “latas”; obviamente, como no hay competencia ¿quién me va 
a exigir otro tipo de producción? 


Por lo tanto, este proyecto de ley no solo refiere al tema de las libertades -que está bien 
discutirlo- sino que está profundamente vinculado a la idea de tener, por primera vez, una industria 
nacional audiovisual para televisión. Creemos fervientemente que ello es posible porque contamos con 
el talento, los actores, los productores y el material humano que produce publicidad y cine para el 
exterior, y producir televisión es básicamente lo mismo aunque con un formato diferente. 


Finalmente, voy a referirme a la pregunta de por qué promovemos este proyecto de ley. 
Creemos que hay un problema muy grave -que en esta Coalición ha sido abordado de manera directa- 
porque en nuestros medios audiovisuales muchas veces se ha discriminado a los grupos más 
vulnerables vinculados a niños, niñas y adolescentes, a mujeres, a personas que optan libremente por 
una diversidad sexual y no están representadas en nuestra televisión. Todos recordamos que cuando 
se contrató un espacio para pasar un spot publicitario promoviendo el matrimonio igualitario en el 
Uruguay donde dos personas del mismo sexo se daban un beso, fue censurado. Pensemos: ¿en qué 
telenovela pueden verse representadas parejas homosexuales en Uruguay? Si repasamos 
rápidamente vemos que en ninguna. ¿En qué publicidad del Uruguay podemos ver representada esa 
opción? En ninguna. Además, hemos visto hasta el hartazgo cómo los derechos de niños, niñas y 
adolescentes se violentan, se violan en televisión, ya que permanentemente son identificados menores 
de edad en conflicto con la ley o en situaciones vulnerables y eso, de acuerdo con el Código de la 
Niñez y la Adolescencia que este Parlamento aprobó por unanimidad, está prohibido. Sin embargo, 
este hecho se repite y nunca se ha aplicado ni siquiera una sanción. 


Por lo tanto, respetando la libertad de expresión -somos los primeros en defenderla y creer en 
ella- debemos contar con instrumentos para que en nuestro país no sigan pasando estas cosas o, por 
lo menos, para que podamos discutirlas. El proyecto de ley a estudio del Parlamento crea un defensor 
de las audiencias para representar a esos sectores y también una institucionalidad y una serie de 
normas para darle un marco a esta discusión sobre derechos, porque la libertad de expresión y el 
derecho a la información son tan derecho como el derecho a la privacidad de los niños o el derecho a 
la igualdad de las mujeres o de otros actores. 


Me olvidaba de mencionar un sector históricamente excluido de los medios de comunicación: 
las personas con discapacidad. Basta viajar a cualquier parte del mundo, incluso en nuestra América 
Latina, para observar cómo la televisión tiene el lenguaje de señas, es decir, elementos que permiten 
que la persona con discapacidad pueda acceder a los medios. En Uruguay no se utiliza ninguno de 
esos instrumentos en nuestra televisión o en nuestra radio. ¿Por qué razón ocurre eso? Porque tienen 
un costo. Y por ese motivo prefieren no hacer el gasto y que estas personas queden excluidas de la 
cultura, del entretenimiento, de los deportes, o sea, lo que todos vemos en los medios y que luego 
comentamos todos los días cuando nos reunimos. Por lo tanto, representa un elemento de 
sociabilización importante. 


El segundo tema que quiero abordar es ¿por qué esta ley, a nuestro juicio, es garantista de la 
libertad de expresión? Como acabamos de ver, no tiene nada que ver con los temas de fondo. Los 
nueve o diez capítulos del proyecto de ley no están concentrados en temas de libertad de expresión. 
Pero, además, quiero decir en forma expresa -aunque esto puede sonar mal porque uno de los actores 
que propuso estas normas fue la propia coalición durante el Comité Técnico Consultivo que discutió 
esto- que hay normas expresas para garantizar la libertad de expresión. Así, pues, los artículos 14 a 18 
-Título |1l- refieren a la prohibición de todas formas de censura -incluso de la censura indirecta- y a las 
garantías a la independencia editorial. Quiere decir que cuando hablamos de temas de información de 
noticias, de debate público y debate político, esta ley es totalmente garantista. En todas partes van a 
encontrar que establece que nadie puede tocar, opinar o tomar medidas sobre la información, el 
debate político, el debate público, etcétera. Todo lo contrario. Sería la primera norma en América Latina 
que expresa que el Estado no pude ejercer la censura en forma directa -que sería suprimiendo un 
mensaje; que es la más obvia- o en forma indirecta, lo que sería distribuir o asignar en forma arbitraria 
a la policía oficial para castigar a un medio crítico y favorecer a un medio oficialista, o enviar a la 
Dirección General Impositiva arbitrariamente para que haga una inspección y estorbe el trabajo de un 
medio crítico. 


En fin, en general, a veces en América Latina los gobiernos son muy creativos para buscar 
formas de censura indirecta. Y esta ley, a texto expreso lo prohíbe. Establece que el Estado uruguayo 
no podrá ejercer ninguna forma de censura indirecta sobre los medios o los periodistas. Además, 
cuando hablamos del horario de protección al menor -tema al que nos referiremos inmediatamente, 
pues es el que ha causado más polémica- vemos que se hace referencia a algunos contenidos que 
tienen ciertas restricciones. Al final de ese capítulo establece: “En programas informativos, cuando se 
trate de situaciones de notorio interés público, excepcionalmente podrán incluirse imágenes de 
violencia excesiva como las definidas en el literal A) de este artículo, incluyendo avisos explícitos para 
prevenir la exposición del público infantil a las mismas. 


En aplicación de estas disposiciones deberá valorarse el contexto y la finalidad de los 
programas que incluyan estos contenidos. 


En ningún caso estas pautas deben interpretarse como una imposibilidad de informar, analizar 
y discutir, en particular durante programas educativos, informativos y periodísticos, sobre situaciones 
de violencia, sus causas...”, etcétera. 


Es muy claro que la intención del proyecto de ley es proteger los derechos del niño, niña o 
adolescente y actores vulnerables en el horario de protección. En el resto del horario, si hay un canal 
que quiere transmitir pornografía o violencia extrema, va a poder hacerlo. O sea que aquí no hay 
ninguna censura de contenido. Lo que se dice es que queremos formar niños en valores y todo lo 
demás; por eso, en este horario, pongamos determinadas reglas de juego. Pero aun dentro de ese 
horario, si se trata de informar, no hay restricciones. La única restricción es el sentido común. Sia las 7 
de la tarde se transmite 48 veces un asesinato, etcétera, parece que excede todo sentido común. 
Ahora bien; si usted tiene que transmitir la escena porque es importante para que se comprenda la 
noticia, avise a los padres que viene una escena violenta complicada y que los niños no deberían verla. 


En verdad, no entendemos el escándalo que muchas veces se ha hecho con respecto a esas 
disposiciones. 


Por otra parte -y en este punto queremos llamar a la reflexión de los señores Senadores- en 
ninguna democracia sólida del mundo existe falta de regulación en los temas de niñez, adolescencia, 
etcétera, salvo en América Latina donde la relación entre los medios y el poder político -que durante 
muchos años no se ha regulado- es muy particular. En la Unión Europea, Reino Unido, Australia e 
incluso en Estados Unidos -los señores Senadores recordarán el famoso episodio en el que una 
cantante muestra su seno en el horario de protección al menor, y como consecuencia una de las 
grandes cadenas de televisión sufrió una multa millonaria- este tema está regulado. 


Entonces, decir que esto es un llamado a la censura y que corresponde a un régimen 
totalitario, es un error. En mi opinión, es todo lo contrario porque, de otra manera, sería despreciar la 
educación en valores de nuestros niños. Cuando nos quejamos y no entendemos la violencia en el 
fútbol, en las escuelas y en los liceos, podríamos preguntarnos si no tendrán nada que ver los medios 
con esto. ¿Será posible que este sea un país que genera niños y adolescentes con ese tipo de 
problemas por generación espontánea? ¿Tendrán los medios un rol que cumplir en esos casos? 


Antes de finalizar, quiero decir dos cosas antes de cederles la palabra a mis colegas. En 
primer lugar, si esto no fuera tal como lo estamos manifestando, tengan en claro que organismos 
internacionales como la ONU, la OEA o la Unesco -que han concurrido a la Comisión respectiva de la 
Cámara de Representantes y se han pronunciado- no hubiesen expresado que este proyecto de ley 
puede llegar a ser un modelo para el resto de la región. Incluso esos organismos están en franca 
confrontación con otros modelos en la región -aclaro que no me gusta hablar de otros países- como, 
por ejemplo, Venezuela, México o Ecuador. En segundo término, los mismos relatores que han 
criticado los proyectos, vinieron a Uruguay y expresaron que el camino que estamos recorriendo, 
puede ser el correcto. Por lo tanto, realmente no creo que haya un sesgo y eso es lo que nos da 
garantías a todos. 


En general, estamos conformes con el proyecto de ley aprobado en la Cámara de 
Representantes, aunque tenemos algunas puntualizaciones para realizar. Por un lado, existen una 
serie de organizaciones vinculadas a estos derechos -y que nos han manifestado su intención de 
concurrir a la Comisión- que han advertido -y en buena medida los entiendo- que los capítulos que 
hacen referencia a la niñez y a la adolescencia, y a la protección de las mujeres y violencia de género - 
violencia simbólica- se quedaron cortos. En nuestra opinión, era bastante más ambicioso el proyecto 
de ley aprobado en Cámara de Representantes. Aquí se presenta la primera crítica porque, en 
definitiva, la reproducción del modelo de mujer como objeto sexual, o el modelo de ama de casa, es 
algo permanente en la televisión uruguaya y sigue siéndolo. Por lo tanto, se entiende que ese tema 
habría que atacarlo de otro modo, aunque me gustaría que sobre ello hicieran referencia los expertos. 


Por otro lado, desde la sociedad civil creemos que el capítulo que refiere a concentración es 
tímido y que también se quedó corto porque, en definitiva, los grandes grupos no van a ver afectada su 
estructura, va a seguir existiendo la propiedad cruzada de televisión abierta, televisión cable y radio. Es 
decir que de alguna manera u otra van a poder mantener la cantidad de frecuencias que tienen y, por 
primera vez, se introduce la figura de grupo económico, lo cual creemos que es positivo. Por todo ello, 
creo que la Cámara de Representantes ha elegido un camino gradual. 


Como decía, es parte de nuestra idiosincrasia -lo entendemos- pero ello no nos permite 
entender aquellas voces alarmistas que dicen que a partir de esta regulación habrá gente que tendrá 
que vender canales de televisión o radio. Además, existe una disposición que le otorga cinco años a los 
grupos que estén excedidos en su cantidad de frecuencias para adecuarse. Por todo lo anteriormente 
expuesto, creemos que es una norma más que razonable y flexible. 


Dicho esto, debemos destacar que sí nos preocupa la exclusión del proyecto de ley original 
que elaborara la Cámara de Representantes del Consejo de Comunicación Audiovisual. Al respecto, 
desde el primer momento, la sociedad civil en Uruguay manifestó claramente que este tipo de 
iniciativas, sin un órgano autónomo e independiente en el que todos los partidos políticos puedan 
centrar su confianza en el sentido de que no habrá intervención excesiva y, sobre todo, de que esta 
norma no será solamente una bonita ley con muchas buenas intenciones que luego no se vean 
reflejadas en la pantalla o en los contenidos, no tienen sentido. Todos los países que han avanzado en 
esta línea tienen un organismo especializado, con garantías de autonomía y de designación 
transparente, donde la sociedad civil también puede opinar y participar. 


Por lo tanto, el pedido que venimos a hacer respecto de este capítulo tiene que ver con 
volver a incorporar el Consejo de Comunicación Audiovisual. Sabemos del obstáculo constitucional, 
pero creemos que un acuerdo entre los partidos políticos podría sortearlo; incluso, podría recurrirse a la 
misma fórmula que se utilizó cuando se creó la Institución Nacional de Derechos Humanos. Vale 
recordar que se creó el organismo y se dejó para luego de la elección la creación de los cargos que lo 
hicieran viable. Esto no es menor, no solamente para nosotros, que nos importa, sino para afuera. 
Como les decía, los relatores de libertad de expresión de Naciones Unidas, de la OEA y de otras 
organizaciones han dicho que esta iniciativa es muy buena, que está en el camino correcto, siempre y 
cuando quien la aplique no dependa del Presidente de la República, sino que sea un órgano con 
mayorías especiales para su designación, cierto grado de autonomía, etcétera. En ese sentido estamos 
de acuerdo con todos aquellos que han señalado su preocupación por el hecho de que la Ursec sea la 
que aplique la ley. Inclusive, al leer las actas advertí que el propio ingeniero Lombide reconoció que la 
Ursec trabaja en telecomunicaciones y no tiene vocación ni gente para abocarse a temas de libertad de 
expresión, derechos o de comunicación. Independientemente de todo esto, con el desarrollo de las 
comunicaciones, entendemos que le vendrá muy bien al país tener un organismo especializado en 
estos asuntos. 


SEÑOR CURBELO..- Soy el Secretario General de la Asociación de la Prensa. 


En tanto integrantes de esta coalición que ha trabajado en el tema durante mucho tiempo, 
estamos de acuerdo con la enorme mayoría de los conceptos incluidos en este proyecto de ley; de 
hecho los hemos promovido. No nos consideramos un pequeño grupo de presión -como en algún 
momento señaló un Legislador- que se apresta a darle un golpe final a nuestra tradición de libertad de 
expresión de pensamiento. También se ha hablado de “ley mordaza” y de “ley de censura y de 


autocensura”. Como trabajadores de los medios de comunicación, queremos decir que esta iniciativa 
no atenta contra la libertad de expresión. Mal haríamos, como dirigentes sindicales de los trabajadores 
de los medios de comunicación, si promoviéramos normas legislativas que ataquen la libertad de 
trabajo de nuestros afiliados. En realidad, en este país, hoy, sin la vigencia de esta ley, existe censura y 
autocensura, promovida por distintos aspectos que tienen que ver con cuestiones comerciales y 
empresariales. Y voy a poner un ejemplo del pasado viernes para que vean que actualmente hay 
censura y autocensura. Se divulgó una información a través de la Intendencia de Montevideo en el 
sentido de que se había detectado mercadería vencida en una serie de diecinueve empresas 
importantes de este país. Muchas de ellas tienen razones sociales desconocidas, pero dos con 
razones sociales muy conocidas y, además, son multinacionales: Mc Donald's y Supermercado Disco. 
La información de mercadería vencida en depósito de estas dos empresas no apareció en ningún gran 
medio de comunicación de este país, por la sencilla razón de que se trata de dos importantes 
avisadores que, obviamente, los presionan desde el punto de vista comercial para evitar que esos 
datos, que les son perjudiciales, se divulguen. Y yo pregunto: ¿es importante o no para la población de 
este país, que se abastece en el Supermercado Disco y consume en Mc Donald's, saber que estas 
empresas pueden tener mercadería vencida? ¿Es de interés social? ¿Es importante o relevante? La 
noticia debería haber estado en todos los informativos de televisión ampliamente difundida, al menos 
como prevención. Pero no apareció. 


El que acabo de referir es un ejemplo de autocensura impuesto por la vía de los hechos 
porque, además, lamentablemente, los colegas que están en los mandos medios de los canales de 
televisión -para hablar de eso concretamente y en particular- ya saben de antemano que una 
información de estas características ni siquiera puede ir en la grilla para un informativo; además, si se 
llegara a plantear, sería quitada de la grilla por alguna otra autoridad del canal. Eso lo sabemos todos 
los que trabajamos en los medios, del mismo modo que sabemos que también hay censura cuando en 
algún diario se maneja información que involucra a empresas o intereses comerciales de las empresas 
que están detrás de los medios de comunicación escritos o de las radios. Eso es censura y 
autocensura, y ya existe. Quiere decir que no es necesaria una ley que lo establezca; ya se da en los 
hechos en una cantidad de situaciones. 


Con respecto al tema de la concentración de los medios de la que hablaba el doctor Lanza, 
notoriamente es un fenómeno que se da y que afecta también la libertad de expresión. Desde nuestro 
punto de vista como sindicato, lo que más afecta tiene que ver, justamente, con el trabajo de nuestros 
colegas en Montevideo, pero fundamentalmente en el interior del país. Sin duda alguna, la mayor 
afectación de la libertad de expresión y comunicación se da por el hecho de que hay presiones por el 
incumplimiento de leyes laborales y por la literal explotación de los trabajadores de los medios de 
comunicación en el interior del país, precisamente por esa misma concentración a que hacía referencia 
el doctor Lanza. Lamentablemente, en muchas localidades del interior del país, un trabajador de un 
medio de comunicación no puede decir libremente que no trabaja en tal radio y que se va a trabajar a 
tal canal porque le pagan más; no puede hacerlo porque en muchos casos es el mismo dueño, y si 
tiene problemas en tal medio de comunicación, literalmente se queda sin fuente de trabajo, por lo 
menos en esa localidad. Y eso va en contra de la libertad de trabajo de ese compañero que, 
seguramente, sabe que hay una cantidad de temas que no puede tocar porque afecta los intereses 
comerciales de su patrón, quien probablemente lo deje sin su fuente de trabajo y el sustento de su 
familia. Eso se da muy comúnmente en el interior del país. 


Por otro lado, ni que hablar de la dificultad enorme que implica lograr que se cumpla la 
regulación hoy existente en materia de leyes laborales, a pesar de la buena voluntad de las 
autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la posibilidad de efectuar denuncias. Hablo 
fundamentalmente de los medios de comunicación del interior. Esto afecta la libertad de trabajo y de 
expresión, el trabajo de los compañeros y, en definitiva, la información que la sociedad recibe. Esas 
también son formas de censura que se dan en nuestra sociedad hoy, previamente a esta ley. 


Se ha hablado de la ley mordaza; insisto en que esto no es así. 


Nosotros, como sindicato, apoyamos esta norma. El doctor Lanza ha señalado algunos de 
los aspectos que, consideramos, deberían haber tenido un mayor énfasis y otros quizás no tanto. 


Quiero hacer una precisión. Andebu utiliza de alguna manera la política del tero, en el sentido 
de gritar muy lejos del nido para que no se hable de los temas importantes que tienen que ver con la 
cuestión de la propiedad de los medios. Parece una cosa nimia, pero para nosotros es importante que 
quede bien claro que los medios de comunicación audiovisual no son propiedad siquiera del Estado 
uruguayo, el que apenas los administra. Sin embargo, los empresarios del sector privado de las 
telecomunicaciones se arrogan la capacidad de la propiedad de ese medio porque lo tienen hace 
cincuenta, sesenta o setenta años y la han ido pasando de padres a hijos -a esta altura, a nietos- algo 
que expresamente está prohibido y no debería ocurrir, pero sucede. 


Eso de que la propiedad establecida claramente no pertenece a quienes hoy están 
explotando esos medios de comunicación es un dato absolutamente relevante. Obviamente, como 
decíamos al principio, no estamos planteando atentar contra la libertad de expresión; muy lejos de 
nosotros está ese objetivo. No somos pequeños grupos de presión, entre otras cosas porque 
representamos a unos cuantos sectores de la sociedad civil que, por primera vez, tendrá la oportunidad 
de expresarse públicamente en igualdad de condiciones con el resto de los sectores o, por lo menos, 
con los que ostentan el poder económico en este país. 


SEÑOR LEMA.- Muchas gracias por recibirnos. 


Me toca hablar de dos puntos específicos del proyecto de ley: el Capítulo V, Derechos de los 
periodistas, y el VIII, Autorregulación ética o de conducta profesional. Esos dos puntos vienen a 
recoger planteamientos de larga data de la Asociación de la Prensa Uruguaya. En abril del año pasado 
logramos aprobar el primer Código de Ética Periodística uruguayo. Además, de esta manera logramos 
acompasarnos a la mayoría de los países del mundo que tienen una autorregulación. 


Este es un Código que durante parte de 2011 y de 2012 fue trabajado con muchos periodistas. 
Realizamos una consulta pública a 260 colegas para saber si la idea que teníamos un grupo de la 
prensa, de Cainfo y del Grupo Medios y Sociedad de elaborar un Código de Ética estaba bien 
encaminada para no creernos que éramos unos iluminados porque considerábamos que era necesario 
autorregularnos. Esa encuesta nos arrojó que el 89 % de los colegas estaban de acuerdo con la 
necesidad de tener un marco de referencia ética para el ejercicio de la profesión. 


Mientras elaborábamos ese Código, los periodistas nos encontrábamos con diversos 
problemas: por ejemplo, qué pasa con el uso del trabajo de un colega sin citarlo, el plagio, la 
negligencia en el uso de las fuentes no identificadas -en esto hacemos un mea culpa de que a veces 
los periodistas abusamos del uso de las fuentes no identificadas- invasión de la privacidad de personas 
vulnerables, manejo de información relativa a niños, niñas y adolescentes violatoria de los derechos, 
uso de contenido morboso y sensacionalista a la hora de presentar una noticia o censura prevista por 
parte de sus empleadores, presiones, sanciones o amonestaciones que pueden venir de la propia 
empresa o, incluso, empresariales, como decía el compañero Luis Curbelo. 


El Código recoge aspectos que hemos visto en todas partes del mundo: desde Argentina, 
Brasil, Estados Unidos, Europa. Consta de ocho capítulos y uno de sus puntos que, por suerte, vemos 
recogido en este proyecto de ley -ya aprobado por la Cámara de Representantes- refiere a la cláusula 
de conciencia. Eso es algo que hemos trabajado durante muchos años para que pueda aplicarse. 


En el Código decimos que quien ejerce el periodismo no puede ser obligado a firmar un 
trabajo profesional que atribuya opiniones que contradigan sus valores y creencias, ni cuando se 
introduzcan en una nota informativa de su autoría, cambios que desvirtúan el sentido de la información. 
A la vez agregamos que la cláusula de conciencia no debe ser utilizada como excusa para evitar la 
cobertura de hechos noticiosos o la difusión de opiniones de terceros que sean de interés público y con 
las que el periodista puede disentir. Obviamente, el artículo 42 del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes es bastante concreto en este tema. En todo caso, después tendremos que 
trabajar, por ejemplo, en el ámbito de los Consejos de Salarios, en las negociaciones colectivas, a 
efectos de analizar de qué manera bajamos a tierra este tipo de ideas para que puedan ser aplicadas y 
que los propios colegas puedan invocar este Código de Ética. 


No pretendo aburrir a los señores Senadores. Simplemente, dejaremos una copia de este 
trabajo realizado por la APU, para que puedan leerlo en profundidad cuando ustedes lo dispongan. 


Muchas gracias. 


SEÑORA GARCÍA.- Antes que nada, saludo a los señores Senadores y me presento como Secretaria 
General de la Sociedad Uruguaya de Actores. 


En primera instancia, quiero señalar que nos sentimos muy conformes por los espacios de 
discusión que ha tenido este proyecto de ley que, tal como han indicado los señores Senadores, ya ha 
sido considerado en la Cámara de Representantes. 


La Sociedad Uruguaya de Actores es el sindicato que representa a los actores y oficios 
conexos en nuestro país, por lo que abarca un sector bastante más amplio que el de la actuación, que 
es el que se ve habitualmente, pues es el que está presente en escena. 


Esta Sociedad integra la Coalición y apoya los aportes que esta ha hecho de manera tan 
interesante e intensa. Pensamos que esos aportes son centrales porque recogen la opinión de muy 
diferentes sectores, todos ellos representativos, lo que quiero oponer claramente a lo que son los 
grupos de interés. En otras palabras, un sector representativo tiene en cuenta la diversidad, las 
necesidades y expresa los derechos de la ciudadanía; o sea, no tiene nada que ver con la defensa de 
intereses particulares o grupales. 


No es mi intención extenderme demasiado, solo quiero señalar que nuestro sindicato hace 
hincapié en un aspecto específico, que tiene que ver con la producción nacional de contenidos 
televisivos. Podría hacer un análisis amplio, político y social sobre la producción de ficción de 
televisión, de cine y de radio, y destacar que en todos los países en los que se ha desarrollado significa 
un importante aporte en relación con la identidad y construcción de ciudadanía, en base al 
empoderamiento de los bienes culturales y patrimoniales de cualquier nación. En este sentido, nuestro 
país no ha contado con producción nacional, o prácticamente es tan mínima que no merece ser 
mencionada efectivamente como producción. 


La iniciativa de regular la producción nacional que se propone en este proyecto de ley ha 
sido suscrita por muchos organismos internacionales y ha tenido en cuenta importantes aportes 
provenientes de Europa y los Estados Unidos, pero también de América Latina, ya que en casi todos 
los países de este continente se dispone de mucho más regulación que en el Uruguay. 


Es importante que en nuestro país se impulsen acciones concretas a efectos de fortalecer la 
producción de ficción, de modo tal de consolidar un sector de trabajadores en el que hoy existe un alto 
índice de desocupación o, en todo caso, puestos de trabajo fuera de toda regulación, a pesar de que 
tenemos muchísima producción nacional. A este respecto, cabe destacar que en el año 2012 los 
canales abiertos transmitieron 6.000 horas de ficción, de las cuales solo 59 fueron de producción 
nacional -por tanto, 5.941 horas correspondieron a ficción extranjera- o sea, un 1 %. Entonces, si se 
habla de producción nacional, en números concretos, ¿podemos hablar realmente de “producción 
nacional”? Esa es una pregunta que debería dar lugar a que se abrieran determinados caminos. En la 
primera línea de análisis surgen los siguientes temas: ¿qué hay de la identidad de una nación? ¿Qué 
hay de la construcción de ciudadanía con medios de comunicación -fundamentalmente la pantalla 
chica, la televisión, que llega a todos los hogares y está tremendamente incluida en nuestra vida, 
mucho más que Internet, mucho más que el cine y mucho más que la radio- que reproducen formas de 
vida, estéticas, estilos, políticas y formas de ser sociales que no tienen que ver con nosotros, con el 
vecino, con el hijo, con el amigo o con el profesor de nuestro hijo? A esto, que consideramos 
radicalmente importante, hay que sumarle la existencia de un sector que no tiene trabajo, no porque no 
existan posibilidades -de hecho hay 6.000 horas de ficción en pantalla al año- sino porque ese trabajo 
está cubierto por producciones extranjeras hechas por guionistas extranjeros, actores extranjeros, 
técnicos extranjeros y en locaciones -que a veces son uruguayas- con extranjeros y también fuera de 
regulación, cosa que completa un cuadro bastante complicado. 


Un aspecto fundamental del proyecto de ley -que saludamos- es la creación del Fondo de 
Promoción del Sector de Comunicación Audiovisual a efectos de fomentar y promover el desarrollo de 
la industria. Sin embargo, estamos convencidos de que el monto asignado, que totaliza $ 2:000.000, es 
absolutamente insuficiente porque, por ejemplo, una serie de diez capítulos de calidad media tiene un 
costo de producción de $ 300.000. Entonces, si pensamos en la demanda de pantalla que va a haber, 
veremos que el Fondo es totalmente insuficiente. Además, otro detalle importante es que lo asignado 
tiene que ser compartido entre la producción y la administración de ese Fondo. Entonces, sería muy 
importante que los gastos de funcionamiento se cubran con otros recursos, de manera de afectar un 
poco menos un presupuesto que, de por sí, resulta insuficiente. 


Por otro lado, creemos que es imprescindible que exista una mayor aportación de los 
titulares de servicio porque de ella depende que exista un Fondo que pueda promover con seriedad el 
ritmo y el desarrollo de producción de calidad. Si se logra esta estrategia, quienes están aportando a 
ese Fondo no debieran considerar esto como un impuesto, puesto que va retornar en productos que 
ellos mismos van a comercializar. 


Nuestro país tiene institutos creados hace poco tiempo, como el FONA y el ICAU, que con 
muy pocos recursos presupuestales colocaron, por ejemplo, al cine nacional en lugares de gran 
relevancia mundial. Con un aporte mínimo en políticas hacia su producción -hablamos de un aporte 
mínimo comparado con cualquier país que fomenta la producción- en los últimos diez años obtuvo 
resultados en lo artístico y en lo estético, así como un profundo reconocimiento, lo que realmente 
debiera evaluarse, desde el punto de partida, como que es una industria que hay que desarrollar y que, 
por las condiciones y la calidad de producción que hacemos los uruguayos, promete un buen 
rendimiento comercial. Esto nos posiciona frente a quienes responden que se trataría de una carga 
impositiva o implicaría afectar a determinado sector por el aumento de determinados aportes. De 
cualquier manera, sabemos que siempre que se ha regulado un sector en los últimos años en el país, 
el implicado de alguna manera ha sugerido que esa industria se va a retirar del país, que no va a poder 
funcionar más, que la rentabilidad caerá, etcétera. Sin embargo, no podemos seguir en esa línea de 
pensamiento porque la realidad ha demostrado otra cosa: que la regulación ha promovido un país más 
productivo. 


¿Qué sucede con nuestro sector? Es uno de los más desprotegidos actualmente; quizá sea el 
sector más desregulado, sobre todo en los últimos años, en los que hubo importantes avances, por 
ejemplo, con la empleada doméstica o con el peón de campo, pero se ha dejado a los artistas y a las 
áreas conexas en una desprotección notoria. 


Por otro lado, apoyamos este proyecto porque tiene que ver con el incentivo a las fuentes de 
trabajo. Nuestro sector se caracteriza por tener una visibilidad de la producción mínima con respecto al 
empleo total de mano de obra. Ya sea en el teatro, la televisión o en el cine, es mucho más la gente 
que está trabajando y que no se ve en el producto final, que la gente que se ve en él. Entonces, suele 
desconocerse o no tenerse una real dimensión de cuántos trabajadores estamos implicados en un 
producto de este tipo. Pensamos que, al fomentar la producción, esta iniciativa de alguna manera 
debe hacer visible que hay todo un sector que está listo para ello y que tiene la capacidad de hacerlo. 


Ahora paso a otra zona, que tiene que ver con la producción nacional estrictamente. Uruguay 
se caracteriza por tener una muy amplia, grande y buena calidad de producción de publicidad. En 
cuanto al decreto que establece que un 80% de la publicidad en pantalla -en el documento está- debe 
hacerse con actores uruguayos, debo decir que es violado permanentemente, no es controlado. La 
publicidad  gravita en el PBI de nuestro país; la publicidad es una industria de productos de 
exportación de destacado nivel, pero con condiciones nefastas en algún sentido. La condición del 
trabajador está absolutamente desregulada; el control de que quienes trabajen sean uruguayos o 
extranjeros pero bajo las reglas que corresponden, no existe, así como también la cuota pantalla. En 
este sentido, en un artículo en el que se define producción nacional, la ley hace una definición 
numérica. Pensamos que eso no es suficiente y tenemos pruebas en producciones que se han hecho. 
Por ejemplo, una producción nacional que tiene la línea de protagónicos extranjera es vista como 
extranjera, no como protagónica. Pensamos que, específicamente, en ese capítulo no solo se debe 
regular por número -se indica que el 50% deben ser artistas y técnicos que sean ciudadanos legales o 
nacionalizados en Uruguay, etcétera- que eso no sería suficiente, porque ya en el país ocurre que, por 
ejemplo, toda la producción es nacional, salvo determinadas líneas de trabajo como lo pueden ser el 


Director de Arte, el protagonista, el guion o el Director. Eso estaría generando, además de una fuerte 
desregulación entre el trabajo y la remuneración de unos y otros, un producto que es más 
extranjerizante que propiamente extranjero. En principio nos permitimos sugerir que en lo que se llame 
“coproducción de Uruguay con otro u otros países”, el 50% de la línea de protagónicos -o sea, de las 
caras visibles- sea uruguaya, con figuras nuestras en pantalla. En algunos países esta regulación -es 
decir, para que algo pueda ser llamado “producción nacional”- llega al 80% en la línea de protagónicos 
o en otras líneas que no lo son, pero que sí se las considera centrales como la de Dirección o la 
Dirección de Arte. 


Sería importante también que este proyecto de ley pudiera asegurar la diversidad de los 
formatos, esto es, telenovelas, teleseries, novelas, programas de humor. La idea es que exista fluidez y 
que estos formatos sean mencionados específicamente en el proyecto de ley como forma de garantizar 
un piso de variedad y un piso de calidad que no lleve a la caída de la ley al poco tiempo de su puesta 
en práctica como consecuencia de la reiteración del mismo formato. 


Por otro lado, quiero hacer una mención puntual a la promoción de producción nacional en 
radio que, en Uruguay, atañe básicamente a la música. En este sentido, creemos que en el capítulo 
correspondiente sería importante aclarar que sea especificamente de autor o intérprete nacional, para 
que sea validado como producción nacional. 


Creemos, además, que a través de este proyecto de ley se deben fomentar dos temas 
específicos en materia de radio: la generación de programas infantiles y de ficción radial. 
Consideramos que este último sector debe ser desarrollado habida cuenta de que existió -y existe- y de 
que fue muy fuerte para el país, pues en él se trabaja a plena voluntad de los trabajadores. 


Con respecto a la publicidad se deberían tomar determinadas medidas porque, a nivel de los 
sectores, existen algunas diferencias en función del poderío económico que cada uno tenga. Por 
ejemplo, el cine nacional, con baja regulación y muy poca producción, tiene otras facultades que no 
pasan por la de vender un producto, sino por tener nuestra representación artística en el extranjero e, 
incluso, para nosotros mismos. Podríamos decir que, en sí mismo, el cine no es un producto de fin 
comercial como lo es la publicidad. Queremos destacar que uno de los clientes más importantes de la 
publicidad hecha en Uruguay para Uruguay -no para exportación- es el Estado; es el cliente mayoritario 
y quien paga las pautas. Entonces, es importante saber que esto está implicando a todo el Estado. 


El sindicato de actores -dadas sus condiciones de trabajo- ha estado en contacto, 
fundamentalmente, con el trabajo de niños en publicidad. Pensamos que el trabajo infantil y 
adolescente, así como el de los extras publicitarios -que son oficios conexos de la actuación- merece 
un capítulo expreso y riguroso. Creemos que estas dos poblaciones son las más desprotegidas en el 
trabajo publicitario, puesto que se trata de niños y adultos que trabajan de 14 a 16 horas con salarios 
pagos a veces a 90 y 120 días. 


Si esto estuviera incluido en este proyecto de ley, pensamos que sería un buen puntapié para 
iniciar la regulación de varios aspectos, porque el efecto de esta norma no solamente estará en la 
pantalla o en la producción, sino que tendrá consecuencias generales a nivel social, sobre todo de las 
áreas laborales. 


SEÑOR SERRA.- Pertenezco a la Sociedad Uruguaya de Actores y me quiero referir muy 
concretamente a dos aspectos -que ya fueron mencionados en parte por la compañera- que tienen 
que ver con el fomento de la producción de ficción televisiva. 


Hace muchos años, en la Comunidad Europea se instaló un programa llamado Televisión sin 
Fronteras, donde se imponía una cuota pantalla y se creaba un fondo muy superior al que este 
proyecto de ley presenta. En aquel momento, las empresas televisoras de Europa pegaron el grito en 
el cielo, reclamaron por mucho tiempo y se resistieron. Claro, se trataba de un 5% sobre los ingresos 
netos de cada una de esas televisoras y una cuota pantalla del 50% para la producción comunitaria o 
local. 


Años después -exactamente a los 10 años de instalado el programa- la Unesco hizo una 
evaluación técnica sobre qué había pasado con este programa. La conclusión, naturalmente, fue que 
las empresas televisivas al verse forzadas a cumplir una reserva de dinero para reinvertir en 
producción que luego explotarían comercialmente -que además les generaría derechos de propiedad 
intelectual- empezaron a cambiar el modelo del negocio y lograron encontrar un mecanismo por el cual 
naturalmente establecieron porcentajes superiores a los que Televisión sin Fronteras los obligaba. 


En la Comunidad Europea, al cumplirse 10 años de ese programa, se constató que el 
promedio de producción local alcanzó el 60%, y que los niveles de inversión superaron ese 5%, 
porcentaje al que las empresas estaban obligadas por ley. 


¿Qué queremos decir con esto? Que las empresas durante décadas se acostumbraron a 
manejarse con un nivel de negocio y con una estructura muy sencilla: comprar muy barato un producto 
-US$ 200 o US$ 300 el capítulo- tener un funcionario que haga clic en play, y vender 15 o 20 minutos 
de publicidad en la hora de programación. Es muy fácil hacer un negocio así, digamos, sin aportar al 
país, es decir, crear fuentes de trabajo o alcanzar niveles de exportación. 


Otro organismo de la Unesco, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo, hace unos años llegó a la conclusión de que este sector de la producción audiovisual era 
uno de los más dinámicos en ejercicio en el mundo, con un crecimiento anual del 9%. De alguna 
manera, en Uruguay nos salteamos la historia del cine, porque en la década del *30, '40 y *50 no se 
fomentó en este rubro, es decir, no se crearon fondos y no se promovió la inversión ni la coproducción 
con distintos países fuertes de la región o del mundo. En este momento, nuestro país tiene una muy 
buena base técnica como para desarrollar esta industria y formar parte de este crecimiento tan 
acelerado de la industria en el mundo, sobre todo teniendo en cuenta la cantidad de Facultades que 
han abierto cursos específicos en la formación técnica para desarrollar productos de buena calidad. 
Los actores que hemos podido trabajar con algunos de esos chiquilines egresados de las Escuelas o 
Facultades, damos fe de que realmente el nivel es muy bueno y que no puede envidiar nada a ningún 
realizador de otras partes del mundo. Además, tenemos una muy buena producción comercial, 
publicitaria, con un muy buen nivel de exportación. Es decir que el mundo hoy mira la producción 
audiovisual uruguaya con interés. De hecho, nuestro cine, que todavía no tiene el nivel de inversión 
adecuado como para poder exportar esos productos y aportar en identidad a nuestro país, logra 
reconocimientos importantes en festivales de todo el mundo. En realidad, hay una muy buena base 
artística y técnica como para poder desarrollar esta industria. Y el eslabón que está faltando es el de la 
televisión. 


Me voy a referir, básicamente, a la creación del Fondo; al respecto, debo decir que si bien 
entendemos que es muy tímido y pequeño el aspecto de la reserva de pantalla para la producción 
local, al menos es un pequeño pasito que se da. Nosotros estuvimos haciendo algunos números y, en 
este sentido, aclaro que no somos los más idóneos en esta materia, pero si son benévolos con 
nosotros seguramente podré expresarles la preocupación. Voy a tomar el caso de dos empresas de 
cable -de capitales extranjeros o con residencia en otros países y que operan en otros países- DirecTV 
y Cablevisión. En el proyecto se habla del costo de la licencia para empresas de servicio de 
comunicación audiovisual para abonados satelitales o que utilicen medios físicos para su distribución. 
El costo de la licencia tiene una base de 2,10 Unidades Indexadas, que al día de hoy sería algo menos 
de $ 6 -$ 5,94- por abonado por mes. Yo hice un cálculo, medio de almacenero, y esto me da que si 
tengo en cuenta el paquete básico que ofrece una empresa de televisión por cable y los paquetes que 
se adicionan, puede ser que en promedio una empresa esté recibiendo por abonado unos $ 1.200 por 
mes. Tengamos en cuenta que actualmente el paquete básico oscila en los $ 1.000 y si se agrega 
fútbol y algún otro paquete de películas, la cuota puede rondar los $ 1.500 o más por mes. Aclaro que 
para analizar esto nos basamos en el estudio “La televisión privada comercial en Uruguay”, de Lanza y 
Buquet. Dado que los balances y números sobre esto no son publicados, estos autores pasaron trabajo 
para acercarse a una cifra y ellos mismos exponen que se trata de cifras tibias y que seguramente los 
valores reales superan lo que ellos plantean acá. Teniendo en cuenta eso, DirectTV pagaría, 
anualmente, por costo de licencia, aproximadamente unos U$S 9.000 o U$S 10.000. Estoy seguro que 
esta empresa, en los países que opera, paga muchísimo más. En nuestro país, tiene cerca de 40.000 
abonados. Con respecto a esto, vamos a hacer una propuesta concreta. Si bien es posible comenzar 
este nuevo ciclo para las televisoras con un aporte tan modesto de 2,10 Unidades Indexadas por 
abonado y por mes, nuestra propuesta consiste en agregarle al artículo un aumento progresivo a cinco 


o diez años, para que pueda llegar a niveles más aceptables con respecto a la inversión de producción 
en ficción. Asimismo, que esté acorde con los niveles internacionales a los que estas empresas están 
acostumbradas a pagar desde hace décadas pues, entre otras cosas, esto ha facilitado que países de 
la región donde operan, hayan desarrollado su industria televisiva con niveles de exportación. Esta es 
la propuesta concreta para el artículo 158. 


La otra empresa extranjera a la que me referí anteriormente, que también es de cable, pero 
la trasmisión de sus datos es por antena y ocupa el espacio radioeléctrico, está regido por el artículo 
159. Estamos hablando, concretamente, de la empresa Cablevisión, con más de 100.000 abonados en 
el país. Según los cálculos que realizamos, a esta empresa le correspondería pagar por mes 153 
Unidades Indexadas por 80, según la escala que está desarrollada en el artículo 159. Esta empresa, 
con estas 153 Unidades Indexadas por 80, pagaría por año $ 415.680, que equivale, 
aproximadamente, a US$ 20.000; recordemos que tiene más de 100.000 abonados. Esta empresa 
factura US$ 40:000.000 anuales y va a pagar solamente US$ 20.000. Existe otra empresa similar, que 
si no estoy equivocado -los señores Senadores me lo dirán- también trasmite por ondas radioeléctricas; 
me refiero a Multiseñal, que tiene mucho menos abonados, pero según este artículo va a pagar 

US$ 20.000, igual que Cablevisión. No estoy para defender a la empresa -no la conozco, no 
tengo acciones ni tampoco me ha dado trabajo- pero me parece que no es bueno que empresas tan 
disímiles paguen lo mismo. Para este artículo proponemos que haya, por lo menos, dos escalas. 
Quizás los técnicos podrían estudiar si merece que existan tres o más escalas, pero consideramos 
que podría fijarse una primera escala de 153 Unidades Indexadas por 80 para empresas como, por 
ejemplo Multiseñal, que tiene un número bajo de abonados y otra de 153 Unidades Indexadas por 160, 
para empresas como Cablevisión que tiene un número abultado de abonados y, además, recaudan 
cifras importantes de U$S 40:000.000 al año. Hasta aquí llega la propuesta. 


¿Por qué estamos pidiendo que se agrande este fondo? Porque la única garantía de 
desarrollo continuado, permanente y con niveles de calidad de esta industria es que esté 
acompañada por los recursos que necesita. En Uruguay estamos acostumbrados a hacer teatro con $ 
10, poniendo plata del bolsillo. Esto lo hemos hecho por una actitud militante, sacerdotal; no sé por 
qué. Pero realmente, esta industria televisiva, que aporta muchísimo al PBI de cada país -inclusive, en 
Estados Unidos ha alcanzado o superado a la industria del armamento y a la industria química- 
necesita un nivel mínimo de inversión para que el producto alcance niveles técnicos aceptables para la 
comercialización. 


En Uruguay, hace muchos años, se produjo la serie “Uruguayos campeones” y sus 
productores intentaron venderla en Argentina. ¿Qué hicieron los argentinos? Tomaron el disco o el 
formato en el que almacenaron y llevaron la serie -no sé cuál fue- y lo introdujeron en un aparato que 
medía el nivel de luz, el nivel de audio, etcétera. En función de esas mediciones rechazaron el producto 
alegando que no estaba apto para mostrarlo en una pantalla de calidad. ¡Y hoy estamos hablando de 
HD! ¿Y qué tuvieron que hacer los productores? Debieron invertir US$ 25 la hora de isla de edición en 
Argentina para tratar de darle al producto los niveles mínimos que le exigía la cadena en cuestión -no 
sé si era América u otra- apuntando a que después vieran el producto y decidieran si les interesaba el 
contenido. Quiere decir que simplemente para ver el producto este tenía que alcanzar cierto nivel 
mínimo. 


Es muy importante este cálculo que se ha hecho, de US$ 2:000.000 anuales que irían al 
Fondo -ya la compañera ha propuesto que los costos de funcionamiento sean extraídos de otro lugar 
para que ese dinero quede en esta cuenta- pero ese monto sigue siendo muy poco para poder 
desarrollar una industria de calidad, con proyección de futuro y con la aspiración de alcanzar otros 
mercados. 


Muchas gracias. 


SEÑOR COURIEL.- Desearía ver la posibilidad de que nuestros visitantes nos acerquen textos 
concretos de modificaciones del articulado. Hay algunos temas que han considerado que abordamos 
tímidamente, que los planteamos como “cortitos”, y así sucesivamente. También en el caso de los 
fondos en cuestión nos ayudaría contar por escrito con las propuestas de modificaciones 
correspondientes a los artículos para ver luego cómo los analizamos. 


SEÑOR SERRA.- De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos pidiendo esto a casi todos los invitados porque ello nos facilita el 
trabajo a la hora de comparar y ver todas las modificaciones propuestas. 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios agradece la presencia de 
los delegados del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública, de la Coalición por una 
Comunicación Democrática y de la Asociación de la Prensa Uruguaya. 


(Se retiran de Sala los representantes del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública, de la 
Coalición por una Comunicación Democrática y de la Asociación de la Prensa Uruguaya) 


(Ingresan a Sala representantes de la Cámara de Anunciantes del Uruguay.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene el gusto de recibir a 
los representantes de la Cámara de Anunciantes del Uruguay. Hemos coordinado esta reunión, que es 
de mutuo interés, a efectos de poder reflexionar sobre el proyecto de ley a estudio. Si bien todos 
hemos leído la versión taquigráfica de las comparecencias de las distintas delegaciones en la Cámara 
de Representantes, nos interesa escuchar los puntos que tengan para resaltar y las eventuales 
modificaciones que quieran plantear. 


Con gusto los escuchamos. 
SEÑOR SCAVINO.- Soy el Presidente de la Cámara de Anunciantes del Uruguay. 


Creo que nuestra posición sobre este proyecto de ley es bien conocida porque ya nos 
presentamos ante la Comisión de la Cámara de Representantes, pero además hemos trabajado codo a 
codo con la gente de Audap. Como anunciantes somos un poco actores o protagonistas de esta 
actividad -porque la necesitamos- y las agencias son nuestro contacto con esta tarea; por lo tanto, nos 
pareció lógico participar con ellos en los criterios de análisis del proyecto. En definitiva, lo que como 
Cámara defendemos es el derecho de los anunciantes a tener una libre expresión comercial y 
consideramos que cualquier desvío nos llevará a una situación que entendemos implica una limitación 
a la creatividad. Si vamos a analizar esta iniciativa desde el punto de vista del marketing o de las 
necesidades comerciales que tiene cualquier empresa, ya sea productora de bienes o de servicios, es 
obvio que precisa comunicarse con el consumidor y la publicidad es la herramienta adecuada para ello. 


El consumidor está impactado permanentemente por la comunicación, pero eso hace, 
justamente, que los anunciantes busquemos creatividad a través de las agencias para ofrecer esos 
bienes o servicios que fabricamos o promocionamos. El problema que vemos es que esta normativa 
impone limitaciones a la actividad creativa y, por lo tanto, perjudica a los anunciantes. Tampoco tiene 
en cuenta que nosotros hemos trabajado intensamente y durante años en la elaboración del Código de 
Autorregulación Publicitaria, que consideramos la herramienta válida para autocontrolarnos, dentro del 
respeto por el consumidor y en función de principios básicos que se señalan y que en la práctica se 
defienden permanentemente. 


Por otra parte, quiero decir que el año pasado hemos tenido ejemplos concretos de 
diferencias entre asociados de la Cámara, en virtud de cierta publicidad que se entendió no se ajustaba 
a la verdad. Ella fue cuestionada por el competidor, por lo que se la llevó ante un tribunal, donde el 
técnico decide si el producto cumple con lo que se afirma en la publicidad. En estos casos las partes 
aceptan lo que determina el tribunal y, por lo tanto, entendemos que de esa manera se puede continuar 
trabajando en publicidad. Sin embargo, si existen reglamentos, ordenanzas o leyes que controlan o 
limitan la creatividad, nos vemos perjudicados al no poder promover nuestros productos. 


Hay dos puntos que nos interesa abordar; uno es el vinculado con el artículo 32, que tiene 
que ver con la publicidad dirigida a los niños. Cada uno de los artículos que leemos está comprendido 


en las normas que firmamos y aceptamos respetar, por lo que, a nuestro juicio, ese artículo debería 
eliminarse. 


El otro punto que queremos mencionar tiene que ver con la PNT, es decir, la publicidad no 
tradicional, porque en la medida en que las tandas son muy largas, los televidentes hacen lo que se 
conoce como zapping, lo que les permite evadirla buscando otras posibilidades y programas. Esto hace 
que el anunciante se vea obligado a tomar contacto con el consumidor de alguna otra manera y, para 
hacerlo, un buen momento es llegar con publicidad en el interior de los programas. Entonces, se 
intenta comunicar durante la emisión de un determinado programa y no en la tanda. Eso es de mucha 
utilidad, fundamentalmente para el anunciante nacional y, sobre todo, para el pequeño anunciante, que 
muchas veces no puede acceder a la tanda por los montos de la inversión que se necesita. 


SEÑOR DONAGARAY.- En el contexto actual, lo que estamos viendo -y nos preocupa desde el punto 
de vista de los anunciantes- es que la televisión y la radio están sufriendo competencia de otros medios 
como, por ejemplo, las redes sociales, la televisión digital y demás. Este proyecto de ley abarca 
básicamente la radio y la televisión y deja de lado una cantidad de cosas, con lo que se favorece a las 
empresas multinacionales. Quien habla trabaja en una empresa nacional que representa a una 
multinacional y mi compañero en una multinacional y sabemos que hoy tenemos la posibilidad de 
contratar publicidad en la televisión por cable. Podemos negociar con nuestros colegas de Argentina, 
Chile y Paraguay, comprar publicidad en el cable, y repartirla entre nosotros en función de la cantidad 
de cablehabientes que tiene cada país; pagamos la cuota parte y tenemos acceso a este tipo de 
publicidad. Quizás una empresa de productos locales no tiene esa posibilidad por razones de poderío 
económico, de conocimiento y otros motivos. Incluso, hoy puedo estar pagando esta publicidad más 
barata que en la televisión uruguaya. Por ese lado, vemos que este proyecto de ley tiene estos 
aspectos que habría que considerar. 


Mi compañero hablaba de la PNT y me gustaría mencionar que muchas veces hacer un 
comercial de televisión, que requiere creatividad y otros aspectos, implica tiempo y dinero. Estas PNT 
se utilizan, sobre todo, en épocas especiales, como el Día de la Madre, el Día del Padre o el Día del 
Niño, Navidad, etcétera; son acciones puntuales. Hay muchas empresas que no tienen dinero para 
crear un comercial, pautarlo tres o cuatro días y luego no utilizarlo más durante los próximos meses, 
por lo que recurren a la PNT. 


Entendemos el concepto del proyecto de ley, pero pensamos que deja de lado grandes 
aspectos, como las redes sociales, Internet, las tabletas y los smartphones. Quizás sería útil pedir a la 
ingeniera Carolina Cosse que brinde información sobre la cantidad de smartphones que se están 
vendiendo en Uruguay; todos recibimos promociones de Antel y sabemos que muy pronto también 
podremos recibir audio e imagen. Entonces, desde este punto de vista, el proyecto de ley resulta 
injusto con los más chicos, en cierta medida. 


Otro aspecto a mencionar de este proyecto de ley es que nosotros, como anunciantes, 
intentamos hacer una planificación anual y nos preocupa lo relativo a la publicidad electoral. Hay 
épocas del año en que sentimos mucho la competencia, sobre todo en las franjas más importantes, por 
la publicidad electoral. Nosotros no decimos que haya que eliminarla, pero esta publicidad termina 
haciéndonos salir de la tanda porque es muy intensiva y, como todos sabemos, tenemos una campaña 
electoral demasiado larga. Vemos que hay cosas que son perfectibles, corregibles y que si bien no son 
graves, abarcan una cantidad de aspectos como el vinculado a pequeños anunciantes, empresas 
nacionales que no tienen acceso a una cantidad de cosas y épocas del año que plantean cierta 
dificultad. Cuando uno mira la televisión uruguaya puede comprobar que tiene mucha más cantidad de 
anunciantes que la argentina y el señor Senador Couriel, que es economista, entenderá por qué 
sucede esto. Montevideo tiene un millón y medio de habitantes y cuatro canales de televisión, mientras 
que Buenos Aires tiene una población de quince millones de habitantes y cinco canales. ¿Cuántas 
radios por habitante tiene nuestro país? Luego sucede que las radios tienen que alquilar los espacios. 
Nosotros necesitamos medios fuertes porque de esta forma van a tener buena programación y 
nosotros vamos a tener la opción. No se olviden de que hoy puedo sentarme delante de la 
computadora y rematar publicidad en Internet para ponerla al aire dentro de una hora. La dinámica y el 
cambio que ha tenido el mundo son muy violentos. Estas son algunas de las cosas que nos preocupan 
porque tenemos todo tipo de anunciantes: grandes, medianos y pequeños. Esa es la razón por la cual 


la radio y la televisión tienen muchos más anunciantes: si no amplían la masa, no tienen cómo cubrir 
los gastos. 


Todos recordarán la publicidad de La Casa de la Afeitadora: “Yí 1436”. En ningún país del 
mundo hay publicidad de ese tipo -ya sea en la televisión o en la radio- porque hay que ampliar la base 
para que sea viable. 


Por otra parte, entendemos que para equiparar un poco los medios quedan cosas por hacer. 


SEÑOR HEBER.- Es un gusto recibir a los representantes de la Cámara de Anunciantes del Uruguay - 
conocidos por nosotros- y quiero aprovechar esta instancia para reflexionar sobre dos o tres temas que 
me preocupan respecto a este proyecto de ley. Al pasar se mencionó uno, que tiene que ver con esta 
Casa: los gastos en la campaña electoral. Me parece muy importante lo que señalaba el señor 
Donagaray en cuanto a que la irrupción de publicidad electoral desplaza a los clientes permanentes, y 
lejos de creer que es un beneficio que de alguna manera obtienen los canales, a mediano o a largo 
plazo es un perjuicio porque a veces se pierden clientes. 


SEÑOR SCAVINO..- Por lo menos, a veces nos perjudica. 


SEÑOR HEBER.- Debemos reflexionar sobre esta situación. En ese sentido, ha habido alguna 
iniciativa en el sentido de prohibir la campaña electoral en televisión y en radio. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Para favorecer a los anunciantes? 


SEÑOR HEBER.- Ellos no se van a ver beneficiados; al revés. En países desarrollados, como 
Inglaterra, Alemania, e incluso España, solo se hace propaganda electoral en los canales estatales. Por 
ejemplo, en Inglaterra no se permite que se haga campaña electoral en televisión y radio; no sé qué 
sucede en Francia. 


SEÑOR COURIEL.- En Chile también es así. 


SEÑOR HEBER.- Hay otras connotaciones de tipo económico. Como todos saben, el espacio es 
limitado, y seguramente con nuestra irrupción se va a alargar, pero el proyecto de ley establece límites 
en materia de publicidad. Creo que la irrupción electoral con límites de tandas preestablecidos y 
controlados en el proyecto de ley va a desplazar definitivamente la otra clase de publicidad. No es que 
vayamos a tener un tiempo largo de tandas, sino que vamos a tener cortos, a lo que se agrega que el 
proyecto de ley impone que a los partidos políticos se les tienen que asignar unos minutos en los 
contenidos de los canales. Será criticado, pero todos vamos a esos contenidos para ser vistos. 


Esta reflexión conduce a dos o tres preguntas que deseo formular. ¿Creen que esa 
prohibición -aclaro que todavía no hay voluntad política para votar una iniciativa en ese sentido- pueda 
generar algún inconveniente o, por el contrario, ayuda al tema comercial, al espacio publicitario, a 
cumplir con los plazos que de alguna manera se establecen? ¿Ven mal que el sistema político decida 
que no va a hacer propaganda en televisión, por lo menos, en la televisión privada? ¿Piensan que eso 
puede generar algún inconveniente en lo que puede ser el tema comercial? 


Esas son algunas de las preguntas que quería realizar. 


SEÑOR SCAVINO.- Podría contestar como ciudadano, como consumidor o como integrante de la 
Cámara de Anunciantes del Uruguay. 


Creo que cuando tratamos este tema debemos reflexionar desde el lado del consumidor de 
televisión. Por tanto, me parece una falta de respeto la utilización indiscriminada de un número de 
minutos excesivo en cada horario porque el consumidor va a defenderse. ¿Cómo va a hacerlo? 
Actualmente va a defenderse mediante el zapping. 


En consecuencia, se nos plantean dos problemas. En primer lugar, estamos agrediendo al 
consumidor -o al televidente- y, en segundo término, estamos perdiendo mucho dinero porque el 
televidente no va a ver la tanda. Puede ser que la vea tres días antes de las elecciones. 


SEÑOR HEBER.- Exactamente. 
SEÑOR SCAVINO.- Esa es mi opinión como ciudadano. 


Desde el punto de vista de la Cámara de Anunciantes del Uruguay, no sé si es muy bueno 
que no haya publicidad política, porque entiendo que ustedes también tienen que comunicar, pero me 
parece que sería correcto que hubiera limitaciones de manera que fuera más equilibrado y que no nos 
obligara a prácticamente salir de la tanda. Las empresas privadas deben bajar su inversión en más de 
un cincuenta por ciento, y lo hacen usando medios alternativos. Esto significa que dejan la televisión y 
la radio. Tal vez se vuelquen un poco más hacia la prensa en ese período, pero es evidente que utilizan 
otros medios porque son conscientes de que poniendo dinero en la tanda, perdemos dinero. Por lo 
tanto, creo que el problema es también para ustedes. 


No sé si con esta explicación le estoy respondiendo la pregunta, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera formular una última pregunta porque la normativa establece una serie de 
reglamentaciones para la protección en cuanto al uso de los niños. Se trata de una serie de 
reglamentaciones que se hacen con la mejor de las intenciones; no creo que ninguna de estas cosas 
se haga con mala intención. El tema es saber si es eficaz y si se cumplen. 


Es muy claro que la propaganda va a ser reglamentada para los canales locales. Recién 
recibimos a los representantes de los canales de cable para abonados quienes decían que no pueden 
controlar la propaganda que viene en los canales ni tampoco el horario de protección al menor. 
Tendrían que ver cómo se hace con esta normativa reglamentarista en el buen sentido. Siempre 
discutimos a ese respecto. A mi juicio, el exceso de reglamentación a veces genera el efecto contrario 
al buscado. 


Entonces, al no tener el control por la invasión de quinientos canales, de los cuales solamente 
tres o cuatro son uruguayos -aunque ahora son más, con la televisión digital, que se ha otorgado en un 
proceso que fue transparente- ¿creen que ese hecho genera para el anunciante y para nuestros 
canales una suerte de competencia desleal en cuanto al tema de la propaganda? Entendimos muy bien 
lo mencionado respecto a la propaganda que va insertada en los programas, así como lo que explicaba 
el señor Donagaray sobre cómo puede comprarse propaganda a menor precio y cómo los grandes 
pueden tener incidencia. Creo que eso se entendió muy bien por todos, pero por otra parte me 
pregunto si esta hiperreglamentación no generará una situación en la que nuestros empresarios, 
producto de la excesiva reglamentación en el mercado local, tengan que venir por otro lado en función 
de que no pueden hacerlo directamente. ¿No los estamos echando? 


SEÑOR DONAGARAY.- La utilización de los niños es un tema delicado. Todos nos criamos con 
“¡Papá! ¡Mamá! ¡Comprame Charoná!”, “Del abuelo al chiquilín, todos toman Jugolín”, Cacho 
Bochinche, Alejandro Vascolet, etcétera, etcétera. Hoy la realidad es que los canales de cable 
transmiten televisión infantil las veinticuatro horas con publicidad para niños. El otro problema es cómo 
se mide, porque si siete u ocho personas van al cine a ver una película, algunas pueden decir que la 
película estuvo muy divertida; otras, que fue muy aburrida; y, otras, que fue muy fuerte. A algunos nos 
gusta el asado de tira y a otros los ravioles, y cuando vamos a sacarnos sangre, uno se desmaya y el 
otro no. No todos tenemos la misma sensibilidad frente al dolor. Por lo tanto, hay cuestiones que son 
muy subjetivas y que no se pueden reglamentar. En definitiva, esto es muy complicado. 


Por otra parte, consideramos que la Conarp ha dado muy buen resultado a nivel local y que 
es un buen instrumento, entre otras cosas, porque participamos todos; funciona, ha funcionado y 
hemos trabajado mucho. Entonces, desde ese punto de vista, creemos que es mucho más conveniente 
la autorregulación del tema, porque somos los involucrados los que nos autocontrolamos. De otra 
manera va a estar en manos de terceras personas un tema que es muy subjetivo. ¿Cómo evalúa una 


persona, y con qué criterio, si una publicidad afecta a los niños o no? Y si lo hace, ¿de qué manera? Es 
muy difícil de reglamentar y de plasmar en un papel. A su vez, los canales y las radios van a sentir la 
competencia y se verán afectados. 


Por ese motivo, hemos venido luchando con la Conarp, hemos hecho un trabajo bastante 
largo y duro junto con Audap, que nos ha dado muy buen resultado en varias áreas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nuestros invitados no tienen nada más para agregar, les agradecemos 
muchísimo su presencia. Ha sido un gusto verlos. 


SEÑOR DONAGARAY.- Quiero agradecer el esfuerzo enorme que significa la aprobación de un 
proyecto de ley que generó discusión y polémica en la Cámara de Anunciantes, donde hubo muchas 
posiciones. Existe la idea de que no se pueden dejar las cosas libres, al azar, sino que hay que 
establecer algunas pautas para que la publicidad pueda funcionar. 


Reitero que, en temas tan polémicos o tan subjetivos como estos, un código como el que 
hemos elaborado -que está inspirado en trabajos que se han hecho en otros países del mundo- y que 
hemos comprobado que funciona, es una buena guía para seguir y que ayuda a que la comunicación 
se haga de una manera efectiva, respetando siempre las normas éticas. 


SEÑOR SCAVINO..- Para finalizar, quiero decir que el reglamento de la Conarp, en muchos casos, es 
más restrictivo que el proyecto de ley que la Comisión está analizando. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Cámara de Anunciantes del Uruguay.) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Cámara Audiovisual del Uruguay.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios les 
agradece su comparecencia. 


Hemos leído la versión taquigráfica de su presentación en la Comisión respectiva de la 
Cámara de Representantes. En consecuencia, les pedimos que en esta instancia se enfoquen en lo 
conceptual de la propuesta o en los eventuales agregados o modificaciones que deseen plantear, en 
cuyo caso, además, les vamos a solicitar que luego nos hagan llegar una especie de resumen a fin de 
facilitar la tarea de la Secretaría. 


SEÑOR DE VARGAS.- Soy el Presidente de la Cámara Audiovisual de Uruguay. La Cámara abarca 
toda la actividad audiovisual: los videojuegos, las animaciones, los contenidos de televisión y la 
publicidad. 


En términos generales, compartimos la ponencia de Audap y de Asoprod. Asimismo, tenemos 
una serie de preguntas que nos parece que lo más práctico será dejarlas para el final. 


SEÑOR ARRIOLA.- A diferencia de Asoprod, la Cámara reúne a un grupo de empresas -no al 100% 
del universo- dentro de las que están las principales productoras en los diferentes subgrupos: 
televisión, cine, cine documental y cine publicitario y servicios. Nuestra estructura, pues, es diferente a 
la de Asoprod que, en realidad, es una asociación de productores ligados, básicamente, al cine y al 
documental. 


Hicimos una revisión de esta nueva versión -conocíamos el texto inicial que había ingresado 
a la Cámara de Representantes- y analizamos algunos de los puntos. Tal como dijo el señor de Vargas, 
compartimos muchos de los planteos de Asoprod -somos los dos grupos que reunimos a los 
productores- y los criterios que manejó. Nosotros, haciendo una especie una revisión, entendemos que 
el proyecto que leímos y que está en discusión en este momento se encuentra muy avanzado y 
mejorado con respecto a la propuesta inicial, está bien anclado a lo que es la realidad de la incipiente 


industria audiovisual. Además, compartimos en un ciento por ciento el hecho de tratar de fomentar y 
desarrollar una industria de contenidos audiovisuales en Uruguay. Hay potencial y creemos que este es 
un buen camino para desarrollarlo. 


Obviamente, nos parece que la reglamentación que pueda surgir a posteriori de la 
aprobación del texto -tal como está o con los cambios que eventualmente se le introduzcan- es 
fundamental, ya que a partir de la lectura surge la necesidad de un mayor detalle para ver cómo 
efectivamente se implementa. 


Asimismo, el proyecto de ley plantea varias etapas, y está muy compartimentado en cada 
sector de actividad audiovisual, a saber el broadcaster, los operadores de cable, los productores, 
etcétera. Por tal motivo, como se trata de distintas realidades, creemos que es muy importante saber 
de qué manera se va a hacer un seguimiento del cumplimiento de lo que se plantea. 


Por otra parte, vimos algunos puntos que tienen que ver con algunas cosas que nos parecía 
interesante tratar de destacar o sumar. 


Al hacer un repaso de algunos apartados, nos dimos cuenta de que en el artículo 3%, cuando 
se habla de ficción nacional y película cinematográfica -ello está relacionado con lo que surge después 
en las otras Secciones vinculadas a producción y demás- no hay un detalle de lo que es la industria de 
animación, principalmente para serie televisiva o para largometraje. En las definiciones que hay de 
ficción televisiva o película cinematográfica, solamente se toman en consideración las películas de 
actores, no de animación o series animadas. Dentro de la Cámara que integran estos subgrupos, hay 
un grupo de animación que se llama Proanima, que es un clúster de las empresas de animación para 
que la animación, como sector e industria, no quede de lado de lo que son las definiciones, teniendo en 
cuenta lo que surge después en el capítulo donde se habla específicamente de la producción. 


Vamos a mencionar simplemente algunos puntos que tienen que ver más directamente con 
lo que nos involucra. Hay algunos temas que se relacionan con la regulación de los medios o cómo se 
hacen los llamados y las licencias, sobre los que no vamos a entrar en detalle, sino que vamos a hacer 
comentarios acerca de las cosas que directamente nos involucran como productores y como empresa 
de producción y no, reitero, en esos otros temas, que son un capítulo aparte de la actividad. 


Haciendo un repaso desde el principio, con respecto al Capítulo 1l, Derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, debemos decir que como empresa compartimos los objetivos que se plantean 
con la regulación de la producción de contenidos, pero nos surgen dudas en algunos puntos. 


En uno de ellos se menciona: “Desarrollará mecanismos de acceso a fondos públicos para la 
producción de contenidos audiovisuales y aplicaciones interactivas de calidad especializadas”. Si bien 
lo tomamos como algo muy positivo, nos surgen una serie de preguntas que, supongo, podrán ser 
tenidas en cuenta en el momento de la reglamentación y son: cuáles van a ser esos mecanismos, 
quién va a determinarlos, cómo se van a implementar esos fondos, si son pensados para el desarrollo 
de contenidos infantiles o para qué. Entendemos muy interesante que queden planteados, pero nos 
surgen esas interrogantes sobre esos aspectos que consideramos cruciales para determinar 
efectivamente cuánto puede afectar o no a la industria de producción ese tipo de cosas. 


En el mismo Capítulo ll, el artículo 32, Horarios de protección, hace diferentes descripciones 
a ese respecto. Entendemos razonable la regulación que se plantea en este punto, pero nos surgen 
dudas específicas en lo que tiene que ver con la publicidad infantil. 


Lo propio nos ocurre con la limitación o no de lo que se plantea en los literales A), B) y C) del 
artículo 33, pues pensamos que algunos son de difícil implementación en la práctica y que también 
surgen de cuáles pueden llegar a ser los mecanismos y los criterios que los determinan. Lo tomamos 
en cuenta desde el momento que en la Cámara de Empresas hay un grupo grande de empresas de 
cine publicitario que, como producciones, desarrollan esos comerciales. Entonces, para nosotros es 
importante saber qué tipo de piezas publicitarias puede hacer el mercado de anunciantes porque eso 
influye directamente en el trabajo de esas empresas de servicios de producción publicitaria. 


Analizamos algunos puntos y vemos que pueden ser de difícil implementación, por lo que quisiéramos 
conocer los criterios. Como mencionaba Nero de Vargas, compartimos algunas inquietudes de Audap 
sobre estos puntos. Obviamente, hay algunos otros con los que estamos de acuerdo, como el literal D). 
O sea, hay elementos que son de acuerdo, pero otros, como el literal E), que entendemos de difícil 
implementación en la práctica y que puede afectar el flujo de producción publicitaria local. Dado que, 
reitero, dentro de la Cámara de Empresas hay algunas de producción publicitaria, vemos que eso 
puede tener una afectación. 


En el universo de socios hay empresas productoras de programas de televisión. En muchos 
casos de la realidad actual de los medios de comunicación, esas empresas, además de producir esos 
espacios, hacen gestión comercial. Entonces, por ejemplo en el literal F) -que plantea la prohibición de 
la emisión de publicidad no tradicional en los programas infantiles con excepción del emplazamiento de 
productos y el auspicio- no estamos de acuerdo con la prohibición de la emisión, pero sí con la de la 
participación en la elaboración de los PNT -Publicidad no Tradicional- de niños, niñas y adolescentes 
en las que tengan que promocionar sus virtudes y características. A nuestro juicio, está bien que no se 
pueda realizar; no estamos de acuerdo con la prohibición de la emisión de esos PNT dentro de esos 
programas y sí con la participación de los niños, niñas y adolescentes. Además, hay una diferencia 
teniendo en cuenta que en el apartado plantea como excepción el emplazamiento de productos y el 
auspicio. Si vamos a las definiciones que hay más adelante, veremos que, en realidad, prácticamente 
se podría hacer. Hay como un conflicto entre la definición de esos ítems y la prohibición de lo que es la 
publicidad no tradicional. 


Otra duda que se nos plantea es la siguiente. Hoy por hoy, los géneros televisivos han ido 
mutando y la realidad de la televisión -mundial, regional y uruguaya- se ha puesto a la par. Uno de los 
géneros que ha tenido un gran crecimiento a nivel internacional, al mismo tiempo que, aunque 
lentamente, en el ámbito local empieza a desarrollarse, es el del branded content. En concreto, no nos 
queda claro si este género queda incluido dentro de la prohibición que se establece en este proyecto 
de ley. 


SEÑOR HEBER.- Agradecería que se me explicara qué es el branded content. 


SEÑOR ARRIOLA.- El branded content es un tipo de programas creado por una marca, en el que se 
desarrolla un concepto, que puede estar asociado con esa marca. En algunos países es tomado como 
publicidad no tradicional, a pesar de ser un programa en sí mismo. De la lectura de esta disposición, no 
queda claro si ese género quedaría incluido dentro de esta prohibición o si se enmarcaría en otra 
definición como, por ejemplo, la de emplazamiento de producto. 


En síntesis, respecto a este tema, lo que se trata de analizar es de qué manera este género 
convive con la televisión y cómo lo toman muchos de los medios, ya sea como publicidad tradicional o 
no tradicional. En otras palabras, no es el clásico chivo que se ve habitualmente, pero en algunos 
casos es tomado como publicidad no tradicional. El branded content es un género que viene creciendo 
mucho en diferentes sectores, pero en particular en los contenidos de televisión infantiles. Un ejemplo 
podría ser un programa hecho por Conamigos de Conaprole, en el que por medio de un branded 
content se presenta una serie de los personajes de esa marca. En muchos medios este género es 
tomado como un PNT, pero no es como el que estamos habituados a ver y, en nuestra opinión, es 
conveniente que se regule. 


Ingresando en el Capítulo Il, Promoción de la Producción Nacional, compartimos la intención 
de promover la industria. Obviamente, este Capítulo nos involucra directamente y la correcta aplicación 
y el cumplimiento de sus objetivos es muy importante para que efectivamente logremos tener una 
industria de contenido fuerte. Concretamente, en relación con el artículo 52, literales A) y B), 
compartimos que se establezcan porcentajes, en tanto se busca favorecer la emisión de una cantidad 
mayor de programas de producción nacional. No obstante, importa aclarar que aumentar la cantidad no 
implica tener más calidad. Por eso nos interesa que la implementación de esta medida sea correcta, 
para que efectivamente pueda brindarse buena calidad de contenidos televisivos a los efectos de que 
estos productos sean generadores de desarrollo y, además, exportables. 


En resumen, más programas nacionales no implicarían más calidad. Hoy en día, en los 
canales de televisión abierta vemos ejemplos de programas que suman muchas horas, pero no que la 
calidad de su contenido sea destacable o que hayan generado más puestos de trabajo. Compartimos 
el establecimiento de un porcentaje, pero el punto es saber de qué manera estas medidas pueden 
servir de estímulo para generar productos de calidad. 


El literal C) refiere a las pautas comunes a servicios de televisión comercial y pública y 
establece que de ese 60%, el 30% tiene que ser de productores independientes. Luego, dice: “no 
pudiendo concentrar un mismo productor independiente más del 40%”, lo que nos genera interrogantes 
como cuáles son los criterios de control, si se va a controlar al medio o a la empresa productora y 
cómo se haría el control para que una misma empresa productora no exceda ese 40%. Nos surgen 
dudas sobre cómo se va a llevar esto a la práctica, esto es, de qué manera puede afectar a las 
empresas que actualmente producimos diferentes contenidos para la televisión o los futuros acuerdos 
que podamos hacer con los medios actuales o nuevos. Al respecto, en la Cámara de Representantes 
se mencionó el caso de una productora que tiene un acuerdo de trabajo en exclusividad con un canal y, 
en parte, de ahí surge esta inquietud sobre la forma en que se va a controlar, los criterios que se 
utilizariían y si las penalizaciones afectarían al medio o a la productora. 


El siguiente párrafo del proyecto de ley refiere específicamente a la ficción televisiva o de 
películas. Compartimos la intención de lo expresado allí, pero tenemos algunas dudas respecto a la 
práctica. El párrafo comienza diciendo: “Un mínimo de dos horas por semana de la programación 
emitida deberá contener estrenos de ficción televisiva y/o películas cinematográficas,”. Cuando se 
habla de estrenos, ¿alude a estreno en la señal o a estreno exclusivo? Esta consulta tiene que ver con 
el tipo de programas que efectivamente se pueden desarrollar y lo que se puede hacer. A su vez, ¿qué 
cantidad de programas establece para producir en el año? Esta parte del artículo se refiere al horario 
pero no a un mínimo o máximo de programas; hay temporadas de 12, 26, 52, 150, etcétera, pero no 
sabemos exactamente de qué se está hablando en este caso. Por otra parte, nos gustaría saber cómo 
se vincula esto con la licencia de exhibición. Cuando un productor independiente produce una serie, lo 
que vende al canal es una licencia de uso que habitualmente se regula por los criterios del mercado 
internacional. En este caso no queda efectivamente claro cómo interactúa esta norma sobre los 
contenidos que podemos llegar a producir, con la realidad de los mercados internacionales. Asimismo, 
nos surge la duda sobre cómo interactúa con los Fondos existentes, esto es ICAU, Montevideo Socio 
Audiovisual, FONA, etcétera, que tienen condiciones de exhibición para los proyectos beneficiarios. 
Muchos productos de ficción y de cine terminados al día de hoy tienen una precompra de la televisión 
pública y por más que los canales los quieran comprar no están disponibles por los preacuerdos que 
tienen con los diferentes fondos. Entonces, nos surge la inquietud acerca de cómo funcionaría esto con 
las licencias otorgadas al día de hoy. A partir de este tipo de instancia, también nos preguntamos quién 
es el que media con respecto a los conflictos de licencia que pueden surgir, esto es quién es el que 
tendrá el derecho a exhibir antes y cómo serán las prerrogativas de estreno y demás. Sé que pueden 
ser cuestiones específicas o técnicas, pero tienen que ver con establecer una cantidad de horas de 
estreno; la definición de estreno y de cantidad de horas es importante para saber cuántos programas 
de ficción efectivamente pueden llegar a realizarse. 


Más adelante se mencionan la ficción televisiva y las películas cinematográficas, indicando 
que al menos el 50% deberán ser de producción independiente. Teniendo en cuenta que la producción 
independiente sería una lata nacional, un producto terminado que no sería producido por esta señal, 
nos surge una pregunta: ¿cuál sería su precio? ¿Sería el de mercado o habría uno diferencial o 
favorecido para la compra y la producción de estos contenidos? ¿Estaría vinculado a los fondos 
existentes o a los nuevos fondos? En este aspecto nos queda la duda con respecto a cómo podría 
funcionar efectivamente la producción independiente con la ficción televisiva y las películas 
cinematográficas. 


Por otra parte, nos planteábamos el tema de que la industria de la animación no está 
mencionada y aclaro que Homero es representante de dicho sector. Entendemos que en la definición 
que se da al principio de ficción televisiva y de película cinematográfica no estaría incluida la 
animación. Homero plantea que la industria de la animación es un sector sumamente creativo, de 
altísimo valor agregado y que constituye un gran aporte en cuanto a la propiedad intelectual y nacional. 
Es una industria en la que se valora mucho lo que viene del exterior, pero como uruguayos tendemos a 
olvidarnos de que mejora las posibilidades de la nuestra. Del subgrupo Anima que integra la Cámara, 


que es el conglomerado de empresas de animación, tomamos la sugerencia de sumar animación en el 
punto o ítem de la cantidad de horas; este sugirió establecer un mínimo de seis minutos al mes, que 
deberán ser estrenos de microprogramas animados y estar compuestos por al menos dos proyectos 
producidos por distintas productoras. Hay que tener en cuenta que seis minutos de estrenos al mes 
equivalen a 52 minutos anuales, o sea que es algo sumamente realizable, casi imperceptible y le 
abriría enormemente las puertas al sector. Lo que queremos plantear con este asunto de los seis 
minutos -que pueden ser más o menos- es que la ficción o estos elementos estén abiertos al seriado 
de animación, considerado como industria. Vemos que esto no está reflejado y solamente se plantea 
desde el punto de vista de los actores. En cuanto a lo que se plantea con respecto a que por lo menos 
participen dos empresas, va en el entendido de tratar de dinamizar el sector de animación que, como 
se mencionaba, es generador de propiedad intelectual. 


Los siguientes puntos, relativos a los programas de agenda cultural y demás, entendemos que 
son de pobre implementación. Son ítems cuyo objetivo es promocionar los diferentes elementos de la 
cultura, como la danza, el cine, etcétera, pero los productores no creemos que el hecho de poner un 
programa de agenda que solamente diga cuáles son los días y horarios de la funciones sea algo que 
genere y promueva que muchas más personas vayan a una sala de cine o de teatro. Se trata de 
establecer que en cien horarios centrales se puedan tener programas, series televisivas u otros 
contenidos, y que no estén centrados en un género, como puede ser el de agenda cultural, un género 
periodístico en sí mismo. Entendemos que esa cantidad de horas pueden dedicarse a otros géneros de 
programas que apunten a promover lo mismo sin centrarse en un programa de agenda. Entendemos 
que un programa seriado o documental -como el que llevó adelante, por ejemplo, TV Ciudad ante el 
estreno de una ópera en el Sodre en el que hizo programas previos sobre la preparación y su puesta- 
aporta más valor a la promoción de ese género y desarrolla más industria que un programa en el que 
haya uno o dos presentadores contando que hay una función de ópera. Creemos que el tema pasa por 
ahí. 


Con respecto a las señales temáticas -de las que se habla en el punto D)- es muy interesante 
lo que de allí surge, pero tendremos que esperar la reglamentación de la norma para ver de qué 
manera repercute en nosotros. 


Consideramos fundamental la creación del Fondo de Promoción del Sector de Comunicación 
Audiovisual, que tenga como objetivo fomentar y promover el desarrollo de la industria audiovisual, 
además de que todo lo recaudado se vuelque a la industria audiovisual. Sin embargo, nos surgen 
algunas dudas sobre cómo se implementará el Fondo y quién determinará las prioridades. Dado que 
aquí se establece que “El programa se abrirá con dos proyectos: uno para gastos de funcionamiento y 
otro para inversión”, nos gustaría saber, sobre los fondos que existen al día de hoy -porque las 
prioridades han ido variando y se han ido ampliando con el transcurso del tiempo- quién llevará 
efectivamente adelante su administración y quién determinará las prioridades. A su vez, quisiéramos 
conocer cómo interactuará este Fondo con los existentes, esto es, si se sumarán, se fusionarán o 
trabajarán en conjunto. Los Fondos existentes al día de hoy -ICAU, Montevideo Socio Audiovisual, 
FONA, etcétera- se han ido coordinando para complementar las diferentes partes de la cadena de la 
industria de producción. La idea es que estos Fondos no se destinen solo a la producción sino que 
apoyen el desarrollo del guion, la distribución y demás. De ahí surgía nuestra inquietud sobre cómo 
interactuará esto con el Fondo. 


En otro orden de cosas, nos interesaría saber cuáles van a ser los mecanismos de 
participación de las empresas y quién los determinará. 


El proyecto de ley establece que el Fondo se financiará con lo que anualmente paguen los 
licenciatarios por la renovación de sus licencias. 


Más adelante se expresa que "Los titulares de servicios de radiodifusión estarán exonerados 
de este pago durante los primeros tres años de obtenida la concesión de uso de espectro originaria”, 
etcétera. ¿Cuándo se pondrá efectivamente en funcionamiento el Fondo? ¿Se empezará a cobrar a 
partir de la promulgación y reglamentación de la ley o de los tres años de gracia que tienen los 
operadores? Si bien entendemos fundamental contar con este Fondo tenemos dudas sobre el 
momento en el que quedará disponible y cuáles serán los mecanismos de aplicación. 


SEÑOR DE VARGAS.- Hemos escuchado de parte de todos los asesores internacionales relacionados 
con la iniciativa decir que el organismo de control debería ser independiente de los poderes políticos. 
Entonces, ¿por qué el proyecto de ley lo concentra en la Ursec? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso va a cambiar porque hay un acuerdo en ese sentido. 


SEÑOR DE VARGAS.- La pregunta viene por este lado: lo hace la Ursec, pero tampoco se establece 
que será algo provisorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo más seguro es que no sea la Ursec. Lo que estoy diciendo es que eso 
cambiará. Ya existe un acuerdo de modificación. 


Hay un acuerdo en el Partido de Gobierno -que el señor Senador Heber conoce porque fue 
informado previamente- sobre ese aspecto del proyecto de ley, que a último momento se cambió en la 
Cámara de Representantes. 


(Dialogados.) 


-Se buscará una alternativa. Hay acuerdo total -tal como lo indican las recomendaciones 
internacionales- en el sentido de que sean organismos independientes. Por lo tanto, se buscará la 
manera de que así sea. 


SEÑOR DE VARGAS.- Quisiera saber cómo se nombra la composición del Directorio del sistema 
público de radio y televisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero adelantarme a responder a todo este conjunto de preguntas -que 
son muchas- porque son cosas que hay que evaluar cuando discutamos el articulado. 


SEÑOR CLAVIJO..- El artículo 143 hace referencia a las modificaciones. ¿Los invitados las leyeron? 
SEÑOR DE VARGAS.- Sí, señor Senador. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La idea de la Comisión siempre es recibir las preguntas y los comentarios. 


Sin embargo, muchos temas tienen que ver con la parte reglamentaria más que con el 
proyecto de ley, porque este no puede abarcar esas cuestiones, aunque son válidas. Está bien que los 
invitados dejen formuladas estas preguntas porque son preocupaciones que deben tenerse en cuenta 
a la hora de realizar la reglamentación. De todas maneras, me queda la duda de si algunas cuestiones 
deben ser incluidas en el articulado. 


Sería muy bueno que los invitados nos enviaran estas preguntas por escrito -mejor aún en 
soporte electrónico- porque será interesante considerarlas a la hora de analizar artículo por artículo. 


SEÑOR DE VARGAS.- Es importante que se tome nota particularmente de la referencia que se hace a 
la animación, porque se supone que está incluida en el concepto ficción y en el momento de presentar 
proyectos de ley, como no es una ficción clásica con actores y demás, queda afuera. 


SEÑOR HEBER.- Eso está claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso fue planteado por la delegación de Asoprod y tomamos nota del tema. 


La Comisión agradece a los representantes de CADU la información brindada. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 8 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


